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A R M A D A S
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Ii. NATURALEZA Y EXTENSIÓN DE LA JURISDICCIÓN ECLESIÁSTICA CAS-
TRENSE.

§ 1. 1La jurisdicción eclesiástica castrense en general.—Noción <k
ia jurisdicción.—La jurisdicción en el Derecho romano.—La jurisdic-
ción eclesiástica: antes del Código y en el Código de Derecho Canóni-
co.—La jurisdicción eclesiástica castrense: en cierto sentido pueáe
decirse canónica y es una jurisdicción especial o privilegiada, esen-
cialmente personal, exenta, aunque con ,limitaciones; noprivativa, sino
cumulativa, vicaria, ordinaria y, por Io mismo, delegable.

§ 2. Extensión de to jurisdicción eclesiástica castrense.—Los títu-
los jurisdiccionales.—Título que fijó como fundamental en su Breve
Apostolicae Benignitatis Clemente XIII: Ia percepción de sueldo o es-
tipendio militar.—Los títulos jurisdiccionales de Pío VII: anteceden-
tes del Breve Compertum est nobis, el fuero como primer título juris-
diccional castrense, el servicio de los ejércitos en campaña, Ia exención
por razón de lugar sujeto al mando militar, los auxiliares del Vica-
riato.—Modificación del primer título en el Breve Quae catholico no-
mini, de León XIII : el ejercicio activo de Ia profesión militar.—Exten-
sión actual de Ia jurisdicción eclesiástica castrense según el art. Vn
del Convenio.
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II

NATURALEZA, CARACTERES Y EXTENSIÓN DE LA JURISDICCIÓN

ECLESIÁSTICA CASTRENSE

"Art. VII. La jurisdicción del Vicario Generai
Castrense y de los Capellanes es personal; se ex-
tiende a todos los militares de tierra, mar y aire
en situación de servicio activo (esto es, bajo las
armas), d sus esposas legítimas e hijos menores,
citando vivan en su compañía, y a los alumnos de
las Academias y las Escuelas Agilitares, quedando
excluidos los civiles que de cualquier otra manera
estén relacionados con los mismos militares o pres-
ten servicio en los Ejércitos.

La misma jurisdicción se extiende también a los
miembros de Ia Guardia Civil y de Ia Policía Ar-
mada. "

En el comentario a Ia primera parte del Convenio firmado entre Ia San-
ta Sede y el Gobierno español el día 5 de agosto de 1950 hemos dado a
conocer Ia organización corporativa que recibió el clero castrense durante
el siglo xix. Lo más substancial de toda esta legislación de carácter orgáni-
co está maravillosamente recogido en los seis primeros artículos del Con-
venio, según cuyo tenor se resolverá ahora en detalle Ia reglamentación
completa de Ia jurisdicción eclesiástica castrense.

Más novedades, a primera vista, nos ofrece Ia segunda parte (artícu-
los VII-IX), donde se trata de Ia naturaleza y límites que ahora tendrá esa
jurisdicción, así como del ejercicio de Ia misma. El texto es claro y no
admite paliativos. Pero transforma profundamente el concepto jurisdic-
cional, reduciendo a uno solo todos los títulos fundamentales y conside-
rando Ia jurisdicción del Vicario General Castrense cumulativa con Ia de
los Ordinarios diocesanos. Todo esto, juntamente con Ia falta de normas
complementarias y de jurisprudencia, no deja de presentar dificultades,
obligándonos a ir con cautela al tratar de precisar los caracteres y ámbito
de Ia jurisdicción privilegiada.

El día 13 de abril de 1940, Ia Sagrada Congregación Consistorial pu-
blicó, como dejamos dicho, unas reglas sobre Ia jurisdicción del Ordinario
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Militar y los Capellanes Castrenses en Italia. La excepcional importancia
de las mismas queda puesta de manifiesto al comprobar que seis de ellas
han sido reproducidas casi literalmente en estos artículos del Convenio
español, así como en el Decreto de Ia misma Sagrada Congregación Consis-
torial por el que se ha dado solución al problema castrense colombiano, y en
el Decreto de erección del Vicariato Castrense en Ia República del Brasil
dado por dicha S. Congregación en 6 de noviembre de 1950. Vienen, por
consiguiente, a fijar el criterio que ahora mantiene Ia Santa Sede en esta
materia.

§ I. LA JURISDI'CCIÓN ECLESIÁSTICA CASTRENSE

Conviene, antes de proceder a una definición, que nos detengamos al-
gún tanto en el análisis de los términos. Pues Ia palabra jurisdicción no
ha mostrado siempre el mismo ámbito de significación : unas veces de-
signó Ia potestad universal de Ia Iglesia en orden al gobierno de los fieles
y otras veces se ha tomado en sentido más restringido. Tampoco está del
todo claro hasta dónde se extienden actualmente sus límites : para muchos,
ha de abarcar toda Ia potestad de régimen propia de Ia Iglesia; otros, en
cambio, estiman que ha de atribuírsele un más reducido contenido ideo-
lógico.

Desde luego, a una exploración del significado actual debe preceder
el estudio de su significación histórica. Y a una fijación del sentido que
tomó en Ia legislación vigente y que tiene en el Convenio que comentamos
ha de anteponerse el esquema de su evolución semántica.

i . N o c i ó n d e 1 a j u r i s d i c c i ó n

Y trayendo este vocablo su origen del Derecho romano, teniendo ade-
más en cuenta Ia mutua o recíproca dependencia de ambos Derechos, canó-
nico y romano (i), es natural que Ia primera noción vayamos a buscarla en
los textos de Ia Roma antigua.

Procede Ia palabra jurisdicción de Ia frase a jure dicendo (2) o dicun-
do (3), pronunciamiento del Derecho. Y de un modo más concreto, de las

(1) 'CAROLUs BoucARD, Relationes inter Jus Romanum et Codícem Benedictí XV, In Acta Con-
gressus Jurlülci Internatlonalls, vol. IV, p. 43.

(2) D. 1, 1 et 10.
(3) D. XXVI, 10, 1, 4.—Verum non semper promiscué usurpatur Jus dlcere et Jurlsdlctlo,

oum quaedam ad Jus dlcentls oíriclura acceseantur (D. II, 1, 1) quae non esse jurlsdlctionU
allol dlcentur (D. XXVI, l, 6, 4).
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voces latinas juris-dictio (4), que, invertidas en su enunciación, indican e!
acto de declarar el Derecho como oficio propio de Ia pública potestad y
con sujeción a las reglas del mismo. Queda, por consiguiente, excluido de
los romanos Ia máxima "Jurisdictio non intelligitur ditio sive potestas
jure condendi, sed juris dicendi". En virtud de este principio suele todavía
definirse como facultad que compete a los jueces y tribunales para conocer
y decidir los puntos sometidos a su fallo y para hacer que se preste obe-
diencia a sus resoluciones. Así Ia entiende nuestro Derecho patrio, que
llama jurisdicción "a Ia autoridad de los jueces para administrar justicia"
y "a Ia facultad de conpcer y sentenciar las causas civiles y criminale9
que les compete por pública autoridad" (5).

En Ia prolongada existencia del Derecho romano, esta acepción de Ia
Ia jurisdicción el establecimiento de Ia norma jurídica, por Io cual sentaron
jurisdicción, que importa Ia potestad del Estado en Ia administración de
justicia, va creciendo a medida que el dominio de Ia pública potestad in-
vade el campo de Ia actividad humana para establecer Ia justicia y Ia equi-
dad. Una investigación detenida de este fenómeno (6) conduciría a las si-
guientes conclusiones :

-1.a En el período de las legis actiones, o medios puestos al alcance
de los particulares para pedir que se reconozcan o ejecuten sus derechos,
el ámbito de Ia jurisdicción o poder del magistrado se reducía ad regu-
landam privatam (7) partium activitatem in determinandos controversiae
términos, et personam designandam cujus erit opinionem seu sententiam
dare (8).

2.* En el proceso formulario, Ia jurisdicción que tiene el pretor ya na
se limita a custodiar Ia ejecución de las leyes o a dirigir Ia libre actividad
de las partes, sed modum procedendi determinare et potestatem judici fa-
ciendi,jurisdictionis est {g).

(4) guldam derlvant "s, ditione quod est potestas, et juris quod dicltur legltlma potestas",
alltó lamen contradicentibus (Corpus Juris CMlIs, Venetiis, 1606; D. II, col. 140).

(5) "La Jurisdicción es Ia actividad del Estado para Ia realización del orden jurIdlco, por
raedlo de la aplicación del derecho objetivo, que se traduce en tutela y seguridad de loa dere-
chos de los particulares. Se pone en movimiento normalmente, a petición del particular, dM-
gioa a sus órganos, los tribunales, mediante el ejercicio de una acción" (PRiEro CAsrao, Dere-
cho procesal civil, t. I, cap. VI, § 20 ,n . 63, p. 70). "La Jurisdicción es Ia runclón del Estado qu»
se desarroUa en el proceso...; es Ia administración de justicia ensemldo propio" (ORBANEM-
UERCE, Derecho procesal, vol. I, § 6, p. 72).

(«) Fr. viCTOR A JEBU MAWA (Tirado), C.- C. D., De jurisdictionis acceptione in jure eecle-
fiastico, Homae; 1940, p. 3-27.

(7) D. XXXIX, 1. 1, 5, § 9 et 10.
(8) BONFANTE, Storia del Dirttto Romano (vol. I, p. 149): "La sentenza conteneva una pro-

nuntìato, non gi4 una corKiemnatio; del resto l'antico carattere è rimasto impresso anche nel
termine stesso di sententla (parere), che sl è perpetuato nel secoli."

(») BENDER, InsHtutionei Juris Romani, folia llthog., Romae, 1934, p. 153.
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3-' En el Derecho pretorio, Ia jurisdicción no se restringe a Ia vigi-
lancia de Ia actividad privada de las partes y a Ia potestad otorgada al juez
de resolver Ia controversia absolviendo o condenando, sino que se extiende
a Ia 'facultad de constituir nuevas acciones y excepciones, dandi potentiam
partibus agendi in jure (io).

4.* En tiempo de Ia jurisprudencia clásica amplíase Ia jurisdicción por
Ia introducción en su concepto del impcrium y de Ia potestas ( 11 ), y aun-
que todavía no exceda los límites de Ia potestad pública de administrar Ia
justicia y Ia equidad, se entiende esta administración sive rigoroso ordine
processuali fiat, sive magistratus ct judices de plano seu administrativo
modo procédant, quin de cetcro rcferat an objectum activitatis magistra-
tus circa quaestionem in contradictorio ,agitatam versetur vel fus alicui po-
testate publica dicatur extra judicii ordincm.

5.* En el Código de Justiniano entra ya en Ia esfera de Ia jurisdicción
el orden administrativo y Ia potestad de regir a los ciudadanos; por eso
en los documentos con que se adorna el Codex repetitae lcctionis el nombre
de jurisdicción empieza a ser sinónimo de potestad en general.

6.* En los demás documentos justinianeos—novelas, constituciones y
edictos—, el concepto jurisdiccional se aparta del sentido específico que ha-
bía tenido en el Derecho romano y se convierte en Ia potestas publica regendi
societatem seu illam administrandi (12).

2 . / « r i s d i c c i ó n e c 1 e s i á s t i c a

Veamos ahora de una manera esquemática el papel que ha jugado este
término en el Derecho eclesiástico, donde no aparece hasta el año 592, en

( lU) "Functlo legislativa quanivis non stricte dlcta praetori cornpetens non videtur sub ju-
nsaicHone venlre, ast potlus in dominio judiciali sensus ejus restringi." (FR. Vieron, o. c., p. 14).

(11) "Tres sunt In Jure romano notiones rundamentales quae facultatem intervenlendl In
jure controverso dlrimendo exprimunt, nempe, potestas, imperium, jurisdictio. Horum autem
verborum slgniricatio obscura in decursu temporis mansit; nec hodie est apprime definita"
(Jus PoNTiFiciuM, a. 1936, p.' 50 ss.). Entre los romanos, potestas significa el imperio de los ma-
gistrados, el sefiorlo en los hijos o patria potestad, el dominio de los esclavos, elc. Imperium
cra para ellos slnónlrno de majestad, soberanía o derecho supremo, ora ruese Ia supremacía mi-
litar, mittttae, de los principes, cónsules, dictadores o pretores; ora Ia supremacia civil, domi,
rte los censores, cuestores y ediles de Ia urbe; bien el poder de sustanciar las causas criminales
v ae lnriiglr las penas más graves (imperium merum); bien el de fallar y ejecutar sumariamente
las clvlles (imperium mixtum o cui jurisdictio inest). Nuestro idioma, mucho mas rico que el
iatino, mentirica Ia autoridad y Ia jurisdicción; y en todo magistrado reconoce jurisdicción e
impeno; distingue, en cambio, Ia potestad y el poder cuando habla del conflicto entre las dos
potestades, de losíre» poder'es del Estado y de Ia potestad eclesiástica; de modo que potestad
signmca el poder supremo y también un poder cualquiera (SALAZAR-LA KuENTE, Disciplina ecle-
siástica, MaarId, 1877, lecc. III, p. 23-24).

(12) VAN DE KERCKHOVE, en Jus Pontiftcíum (a. 19M, p. 60), cree que esta acepción genérica
de Ia Jurisdicción fué introducida en el Derecho romano por influjo de Ia legislación eclesiás-
t)ca, viniendo entonces a realizarse en ese término Ia fusión entre el orden judicial y el admi-
nistrativo.
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que Io emplea por primera vez San Gregorio Magno, tomándolo, sin duda,
del Derecho romano (13).

A) Ante Codicem Juris Canonici

a) Tanto en las Epístolas de San Gregorio Magno (14) como en los
documentos de los Pontífices anteriores al siglo ix (15), generalmente se
identifica con derecho, autoridad o potestad, significando Ia de régimen:
toda Ia potestad de Ia Iglesia universal, o toda Ia potestad episcopal, o tam-
bién indirectamente Ia potestad con que el abad rige un monasterio exento
bajo Ia dependencia exclusiva de Ia Santa Sede (i6).

b) Durante los cuatro siglos siguientes apenas encontramos Ia palabra
jurisdicción, a no ser en los privilegios de exención de los monasterios. En
su concepto genérico se incluye Ia potestad de ejercer lícitamente el orden
recibido, pues no puede el Obispo ejercer Ia potestad de orden en los luga-
res del monasterio libres de su jurisdicción sin que previamente hubiese
sido invitado por el abad, puesto que el monasterio sólo está sometido a
Ia Santa Sede; pero al mismo tiempo se insinúa indirectamente que el or-
den y Ia jurisdicción son dos potestades diversas, puesto que no compi-
tiendo a los monasterios Ia potestad de orden por el mero hecho de estar
exentos de Ia jurisdicción del Obispo, han de recurrir a éste para ordenar
a los monjes. No obstante, el campo de una y otra potestad no se perfila
aún con claridad.

c) Fué necesario que llegase el período de formación del Deretího ca-
nónico, coincidiendo con el de Ia restitución del Derecho romano, para que
se distinguiese entre ambas potestades y hubiese cierta elaboración doc-
trinal del concepto de jurisdicción.

(13) tl primer documento en que se usa Ia palatora juriadwción parece ser en Ia Epístola
ce san uregorlo Magno al Obispo de Larlssa, ca. 59*2 <MiGNE, P. L., t. 77, col. 611, llbr. in,
«pIsl. 7.«).

(14) jKplstola 72, Hbro Xl (a. 601), dirigida al Abad Agaplto; las dos Epístolas del llbro XIV,
turigldas al Obispo de Corclra. En todos estos lugares se toma en sentido genérico Ia palabra
juri,saicnon. Mas en otros pasajes del mismo San Gregorio, está lomada en el sentido de potes-
tad judicial: Kplstola 32 del llbro III, Epístola 37 dcl libro XI.

(15) Honorio I (625-6S8), Sergio I (687-701), San Zacarías (741-752), Esteban II (752-757),
.«anPaulo (757-767).

(16) La exención, vienen a declr los Papas Honorio l y Esteban II, no es más que Ia sus-
uacclón de Ia jurisdicción episcopal y Ia sujecclón a Ia jurisdicción de Ia Santa Sede ("Bulla-
rlum Homanum Taurinense", vol. I, págs. 178, 240; MioNE, P.. L., 80, col. 484 y 489, col. 1.014).
Fero en los privilegios de Ia exención de los monasterios, Ia autonomía suele ser completa, por
lo que el sentido de Ia jurisdicción se hace extensivo a toda potestad. "Omnis videlicet potestas
<[iiae Abbati competlt quatenus monasterlum a Jurlsdictlone Eplscopl subducltur, indirecte Ju-
tisdictvonis nomen sartitur."
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Los romanistas medievales retornaron al concepto clásico, limitando
Ia jurisdicción ad potestatcm juris diccndi. Y así, por ejemplo, decía lR-
NERio: "Jurisdictio cst potcstas cuín necessitate jnris reddendi et aeqiii-
tatis statucndae" (17).

Pero el autor del Decreto apenas hace uso de este vocablo (i8), em-
pleando en su lugar otros muchos sinónimos {19), y cuando Io usa tiene
un sentido genérico. En los canonistas que Ie siguen es donde se encuentra
ya el concepto restringido, aceptándose Ia definición que dan los glosadores
o cultivadores del Derecho romano y distinguiéndose no solamente Ia po-
testad de orden y Ia potestad de jurisdicción, sino también Ia jurisdicción
contenciosa y Ia voluntaria. Decía SAN RAIMUNDO DE PEÑAFORT: "Offi-
cium pastoralc consistit in tribus s. c. in jurisdictione contentiosa et volun-
taria et Sacramentorum disf>cnsatione" (20). Bajo Ia influencia del mis-
mo, Ia jurisdicción comienza a significar en Ia doctrina canónica Ia potes-
tad de régimen que por institución divina hay en Ia Iglesia; potestad que
puede ser del fuero externo o del fuero interno, tanto sacramental como
extrasacramental (21).

Poco a poco van esclareciéndose estas ideas en manos de los decreta-
listas, quienes por una lado retienen Ia noción genérica de Ia jurisdicción,
comprensiva de toda Ia potestad que existe en el régimen de Ia Iglesia, o
sea de su potestad como sociedad pública, tanto en Io que se refiere al fuero
interno como al externo, incluyendo en Ia no contenciosa Ia misma potestad
de orden en cuanto a su ejercicio; y por otra parte adoptan, con Ia enseñan-
za de los civilistas, Ia noción específica que principaknente se refiere a Ia
potestad de administrar justicia.

d) También el Concilio Tridentino emplea en ambos sentidos Ia pa-
labra jurisdicción: en sentido lato (22) y en sentido estricto (23). De los

(17) E. BESTA, L'opcra '¿'¡nieríu, 1. 11, "Glu=se ü'H'iierio ad Dlgesturn vetus", p. 20.
(18) En el Decreto hay tres documentos en los que se habla de Jurisdicción: dos Epiatolas

üe San Gregorio Magno (Ep. 32 del lu)ro XI, dirigida a Romano, defensor de Slcllla, en Ia parte
«egunda, C. XI, q. 1, c. 39; y Ep. 7.« del libro III, dirlglda a Juan de Larlssa y relatada en Ia
mi&ma parte segundadel Decreto, C. XVI, q. 1, c. 52) y una cita tomada de Ulpiano, IU). ni ad
Eciictum, palabras que se refieren a Ia ley 1, D. II, 2 "quod quisque juris", y se resumen en el
Uecreto, parte segunda, C. XXXIII, q. HI, >Dist. I, c. f7.—Además de estos lugares, Graciano em-
plea otras dos veces Ia palabra jurisdicción: en Dlctp sub c. 6, C.- Xin, q. 2 y en Ia rúbrica
i:. 52, c. XV, q. 1, quae sic se habet: "Apostólica auctorítas a jurisdicttone Archiepiscopi Epis-
fopos valet exlmere."

( i«) VAN DE KERCKHOVE, Etudes franciscaines, a. 193«, pags. 421-424.
(2U) summa Juris Canonici, cod. Vat. Borgh., 861, 102 v.
(21) «otese que esta misma viene a ser Ia redacción del canon 196 (cf. VAN DE KEKCKHovE,

btudes franciscaines, a. 1937, p. 454).
(22) ,sess. XXV, de reg. et monlal., cap. 20. Quídam alii exhlbentur textus In qulbus pers-

ficuuin non est utrum jurisdictlo sensu universae potestatís regimlnis sumatur, necne: Sess. V,
ss. XXIII, de ref.,cap. 2; Sess. XXV, de reg et monial., cap. 1.1; Sess. XIII, de ref, cap. 1; Se
cap. iu; t>ess. xxiV, de ref., cap. 9; Sess. xxv, de ref., cap. 2.

(23) Sess. XIV, de reserv. casuuni, cap. T; De ref., cap. 5; Sess. XXIV, de ref., cap. 20.
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eximios canonistas que luego florecieron no hay uno solo que no retenga
entodo momento Ia distinción esencial entre Ia potestad de orden y Ia po-
testad de jurisdicción, aunque entre ambas exista un nexo íntimo, no sola-
mente por razón del sujeto en que se hallan, sino también por razón dél
ejercicio de una y otra potestad, pues a veces para Ia validez, y muchas
para Ia licitud, se necesita de Ia potestad de jurisdicción para ejercer Ia
de orden. El concepto de jurisdicción alcanza en esta época su mayor uni-
versalidad, de manera que comprende toda Ia potestad pública del régimen
o gobernación de Ia Iglesia, integrándose tanto por el lícito, y alguna vez
también válido, ejercicio del orden como—dada Ia peculiar naturaleza de
Ia Iglesia—por Ia potestad del fuero interno (24).

e) Algunos canonistas del siglo xix introducen Ia división de Ia po-
testad eclesiástica en orden, jurisdicción y magisterio (25). Pero otros de
gran nota Ia impugnan vehementemente poniendo más en claro el funda-
mento de Ia distinción capital entre Ia potestad de orden y de jurisdic-
ción (26). Al mismo tiempo se pone de relieve el carácter público de Ia po-
testad de jurisdicción. Es Ia potestad pública de regir a los fieles en orden
a Ia vida eterna. "Est publica potestas regcndi homines baptisatos directe
in ordinem ad sanctificationemf et beatitudinem supernaturalem a Christo
vel ab Ecclesia per injunctionem sive missionem, ccmonicam alicui con-
cessa" (27).

B) En el Código de Derecho Canónico

En el Código de Derecho Canónico no se enumeran más que tres po-
testades irreductibles entre sí: Ia potestad de orden, Ia potestad de juris-
dicción y Ia potestad dominativa. La primera se ordena a confeccionar y
administrar las cosas sagradas ; las otras dos se refieren al régimen y a Ia

(24) "Acceptlo Jurlsdlctlonis ut synonimum potestatis ín genere, inde ab exordiis ad Codi-
cem Jurls Canonici vlg-ult. Tempore praesertim epochae cìasslcae ejus conceptus magîs in luce
ponitur, ubi canonlstae reliciter g-lossae definitionem Jurisdictionis In genere applicare renuunt,
T.\ aliam accuratlorem latioremque proponunt; etenim illa glossae, nec origini inmediate divinae
potestatls ecclesiastlcae, nec amplitudini ipsius apta exhibebatur" (FR. VfcTOR, o. c., p. 155).

(u5) El gran canonista Pbilllps (1804-1867), por citar a alguno, propugnò Ia dlvlsión tripar-
tita, suponiendo que Ia potestad de orden es el fundamento de Ia potestad de jurisdicción en
cuanto que hace a Ia persona habil para obtenerla.

(26) ^Jnlversa potestas Eccleslae, guatenus talis publica societas est, adequate et generice
<1lvldltur <n potestatem ordínis et jurisdictionis; quaeque putestatis species essentialiter diffe-
runt, dum alla ordinatfone, alla canonica missione aoqulrltur et amittitur; ordinis ad sanctifi-
rationem ex opere operato, vel etiam operantls Ecclesiae ad sanctlficatlonem anlmarum dlrIgl-
tur seu ordinatur; jurisdtctionts autem sancttficatlonem pariter respicit quatenus cooperatlo-
nem nomlnls gratiae divinae, nata est adJuvare" (AiCHNER, Compendium Juris Canonici, BrI-
xlae, l t f l5 , p. 70).

(u7) WERNZ, Jus Decretaltum, vol.- II, n. 3.
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gobernación. Pero de Ia dominativa aquí nada tenemos que decir, puesto
que hablamos de Ia potestad propia de Ia Iglesia en cuanto sociedad perfecta.

Para poner más en realce el lugar que corresponde a Ia potestad de ju-
risdicción, entre las demás de Ia Iglesia, importa dejar b\en señaladas las
diferencias entre orden y jurisdicción. Aunque ambos poderes sean espi-
rituales y sobrenaturales, se distinguen por su naturaleza, fin, título, ad-
quisición, conservación, pérdida, ejercicio, sujeto y preeminencias (28) :

a) El poder de orden est potestas ad sacra conficienda; se adquiere
por Ia ordenación y nunca por prescripción ; se caracteriza por ser indele-
ble; se ordena a Ia santificación del hombre; produce sus efectos en fuerza
del rito e independientemente de Ia voluntad del que Io pone ; no puede per-
derse ni limitarse en sí mismo; se ejercita válidamente aun con no subditos
y da honra {majoritas} pero no superioridad (auctoritas).

b) La jurisdicción est potestas ad regimen fidelium; se adquiere por
designación legítima de Ia persona o por Ia misión o destino de Ia legítima
autoridad o por legítima prescripción ; no imprime carácter ; depende en sus
efectos de Ia voluntad, aun del Superior ; se ordena al gobierno espiritual
de los fieles; puede limitarse, quitarse,^>erderse; no puede ejercitarse váli-
damente, sino con dependencia de Ia Iglesia en cuanto a personas, lugares,
tiempos y demás circunstancias; y confiere honra y autoridad.

No siempre ambos poderes coinciden en el mismo sujeto; puede un
lego ser elegido Papa y puede un Obispo carecer de jurisdicción. Además,
son muy distintos los grados de Ia jerarquía de orden y los de Ia jerarquía
de jurisdicción : son grados de institución divina el episcopado, presbiterado
y diaconado en Ia jerarquía de orden, y el papado y episcopado en Ia juris-
dicción; todos los demás grados son de institución humana (29). Esta doble
jerarquía indica suficientemente que por institución divina no hay más que
dos clases de potestad en Ia Iglesia; Ia de orden y jurisdicción. Y que a ésta
pertenecen todas aquellas cosas que no pueden referirse a Ia de orden.

(5!8) PosTius, El Código Canónico aplicado a España (Madrid, 1926), tit. VIII, cap. III. "Ordl-
nls potestas et jurIsdlctionls, ratione causae ef[icientis seu orlglnls In hoc convenlunt quod
utraque a Chrlsto provenit, at IHa semper inmediate per sacram ordinationem, haec vero lnme-
oiate ln Romano Pontífice, In aliis per canonicam mIsslonem (c. 109 et 219).—Ratione fínts con-
veniunt eo quia ad aeternam salutem ordinantur; verum discrepant, quatenus ordo Immediato
salutem aeternam quodammodo confert, cum grattam tribuat quae est participatio dlvlnae na-
lurae; jurlsdlctlo autem magis remote per regimen ad vitam gratiae .disponendo.—Ratione sub-
tf.cti conveniunt in quantum utraque requirlt hominem viatorem et baptlzatum, sed ordo cha-
iactere nltltur, quem mas dumtaxat possidere valet; jurisdIctio autem absque cnaractere adesse
potest.—Hatione essentíae conveniunt quia utraque supernaturalis est in suo esse, errectibus.el
rme ad quem ordinatur; differunt autem quia ordo est ens quoddam absolutum charactere in-
üerens, dum jurisrtictio est relatio moralís inter subditum et superiorem.—Demum alia confer-
tur et indeslnenter remanet, nec auTerri potest; alia vero con|ertur, aufertur et restringttur"
(WEBNZ, Jus Decretalium, vol. II, n. 5).

(uU) MAROTO, Institutiones J>iris Canonici, I, n. 486-487.
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En el título V del libro II del Código de Derecho Canónico el mismo
legislador ha determinado Ia significación de Ia palabra jurisdicción, dando
las normas por las cuales han de regirse Ia adquisición, uso y pérdida de esta
potestad.Inscríb^se dicho título: "De potcstate ordinaria et delegata". No
están de acuerdo los autores acerca de Ia extensión de esta rúbrica, preci-
samente por encontrarse bajo Ia misma el canon 210 que se refiere a Ia po-
testad de orden. Mientras que unos parecen extenderla a toda clase de po-
testad (30), otros Ia contraen a sola Ia jurisdicción (31) y algunos sostienen
que solamente ha de entenderse de Ia potestad de orden y de jurisdicción
si bien las normas establecidas bajo Ia misma puedan extenderse a toda cla-
se de potestad aunque no sea de régimen propiamente dicho (32). "Igitur,
quidam tenent rubrum latius patere quatn nigrum, alii e contra nigrum ali-
quid continere quod non comprehenditur sub rubrica, nonnulli tandem aeque
patere rubrum ac nigrum", diremos en el lenguaje de Ia Escuela. Hoy co-
múnmente se admite que bajo este título también se comprende de una ma-
nera indirecta o, a Io menos por analogía (33), Ia potestad dominativa y
otras como Ia llamada económica de los párrocos y Ia concesión de faculta-
des que, aunque a veces se digan no' jurisdiccionales, reductive ad jurisdic-
tionem accensentur (34).

El canon 196 nos propone de una manera auténtica el sentido que tiene
en el Código Ia palabra jurisdicción al decir "potestas jurisdictionis seu re-
giminis". Ahora bien, por régimen se entiende, en sentido usual y vulgar,
toda Ia potestad que tiene el Superior para gobernar a los subditos en orderí
a Ia consecución del fin social. Luego Ia potestad de jurisdicción que, como
hemos dicho, es propia de las sociedades perfectas, significa en el Código
toda y sola Ia potestad de regir a losfieles, propia de Ia Iglesia en cuanto
es sociedad perfecta, divinamente instituida y enriquecida por Cristo con
los poderes necesarios o convenientes para conseguir de una manera ade-

(3U) MAHOTO, Tractatvs funMmenlnlis lnst. J. C., n. 694/
(31) «. P. Augustinus Darmanin, Animadversió 2.«, In tH. V, libr. II, C. J. C., fol. llthogr.

^r. etlarn Coem. libr. H, p. 216, ubi dícit, i;. 210 adesse ibi per modum scholii).-
(32) h'B. ViCTOR A jEsu MARU, De juTísdictionis acceptione, pars 2.", cap. II, p. 176 SS Fun-

fla su argumentación en los esquemas del afio 1912.
(33) VEHMEERscH-CREusEN, Epitome 7wris Canonici, n. 311 (ed. 1933); OESTERLE, Praelectio-

nes Juris Canonici, p. 105; cf. MiouÉLEZ-Ai.oNso-CABRERos, Código bilingüe, nota al canon 196.
(34) Tales potestades no deben llamarse nunca "no jurisdiccionales", puesto que ningún

criterio exisle que las discrimine esencialmente de Ia potestad de Jurisdicción propiamente di-
i'h.a. Tienen el mismo origen—Ia institución divina—y el mismo fin Inmediato. Y aunque no al-
cancen el mismo grado de publicidad, obtlénense, sln duda, por misión canónica y se ejercen
en virtud de un oficio público. Adviértase que en el Código nunca se llaman asl, nl tampoco
"económicas, paternales, sociales, cuasl-domésticas".- "De cetero, differentia Inter potestatem Ju-
nsdlctlonis quae altlores functlones regiminis designant et ceteras quae Inferiores dumtaxat
praeseTerunt, ejit inter magls et minus, quod ad essentlale discrimen nequáquam satls hatoe-
1ur" (Fu. ViCTO, 0. c., p. 243).
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cuada su fin. Y comprende Ia potestad legislativa, judicial y ejecutiva; esta
última comprende a su vez Ia guberiiativa, que se dirige a las personas, Ia
administrativa, que se refiere a las cosas, y -Ia coactiva.

En otros muchos cánones aparece empleada Ia voz jurisdicción o sus si-
nónimas, en toda su latísima significación, expresando toda autoridad den-
tro de Ia potestad eclesiástica (35). Valga por todos el canon 218 que re-
coge al pie de Ia letra Ia doctrina del Concilio Vaticano acerca del Primado
del Romano Pontífice (3-6); y es, por consiguiente, un canon dogmático en
el que se define qué clase de potestad compete al Romano Pontífice como
sucesor de San Pedro, en virtud de los poderes conferidos por Cristo aI
Príncipe de los Apóstoles. Esa potestad es suprema, es decir, sin apelación o
recurso a ninguna otra potestad humana que Ia supere, ni siquiera al Con-
cilio Ecuménico; f>lcna, o sin limitación, tanto en las cosas de fe y costum-
bres como en las que se refieren a Ia disciplina y régimen de Ia Iglesia, pero
sin excluir Ia potestad episcopal, Ia cual, aunque subordinada a Ia del Ro-
mano Pontífice, no procede solamente de ésta, por ser aquélla también de
institución divina ; episcopal, por cuanto el Papa es el Obispo y Pastor de
todos los fieles, aunque especialmente se llama Obispo de Roma ; ordinaria.
o sea, ajena por derecho divino al mismo oficio ; inmediata, en cuanto pro-
cede inmediatamente de Dios, una vez hecha legítimamente Ia elección y se
ejerce directamente sobre toda Ia Iglesia, no sólo en forma de recurso, sino
en cualquier grado o instancia y sin intermediario alguno; universal, por-
que nadie se exime de eUa y se ejerce Io mismo sobre todas y cada una de
las iglesias que sobre todos y cada uno de los fieles, ya individual, ya corpo-
rativamente considerados ; e independiente de cualquier autoridad huma-
na (37). Pues bien, esa potestad del Romano Pontífice llámase en el Código
potestad de jurisdicción incluyéndose en su objeto, de una manera genéri-
ca, no solamente Ia autoridad suprema e infalible en las cosas de fe y cos-
tumbres, sino también Ia potestad soberana en las cosas que se refieren a Ia
disciplina y régimen de Ia Iglesia ; es decir, Ia potestad legislativa, Ia potes-
tad administrativa o ejercicio de Ia suprema potestad en las cosas que se
tratan fuera del orden judicial, Ia potestad judicial y Ia potestad penal.

(35) FB. VÍCTOR, 0. C., p. 183 SS.
(36) D. 1831 : "St quls ítaque <l ixer l l , Ho innnu in Pnntiflcem habere tantummo(lo oítlclum ins-

pectIonls vel dlrectíonis, non autern ¡ilen'im el sitpremam. potestatem jurisdictionls in univer-
tam Kcclesíam non solum In rebus, qtiae a<l f i< lem ct mores, sed etiam in iis <|iiae acl discipli-
r,am et regimen Ecelesiae per totum orbern diffusi ie pertinent; au t habere t a n t u m potiores par-
tes non vero totam plenitudliiem hujus siipremae potcstatis, aut hanc ejus potestatem non esse
crainariam ct inmediatam, sive in omnes et sing:uIas eccleslas sive in omnes et singulos pasto-
res et rideles A. S."

(37) MiGUÉi.Ez-ALONSo-CABiiERos, cod. Bil., nota al canon 218.
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3- Jurisdicción eclesiástica castrense

Después de Io expuesto, no habrá necesidad de repetir que aquí no en-
tendemos Ia palabra jurisdicción en el sentido estricto que han retenido los
legistas, como facultad de administrar justicia, sino en el sentido canónico,
que es el que tuvo siempre en los Breves Pontificios y tiene en el nuevo
Convenio, como potestas regiminis ecclesiastici, "potestas publica regendi
fideles in ordine ad vitam aeternam" (38), esto es, en cuanto significa toda
potestad de que Cristo invistió a su Iglesia en orden al gobierno de los fie-
les. Por eso, siempre que hablemos de jurisdicción deberá entenderse que Io
hacemos en sentido lato si del contexto no se deduce que nos referimos a
un determinado orden de actividades (39). Y comprendiendo ambos fueros:
jurisdicción del fuero interno o de Ia conciencia, que puede ser sacramental
o penitencial y extrasacramental; y jurisdicción del fucro externo o de pú-
blica utilidad, que puede ser fuero contencioso y fuero voluntario o no ju-
dicial. Pues, no cabe duda alguna, de acuerdo con el canon 202, § 3, Ia ju-
risdicción castrense se concede para ambos fueros.

Veamos ahora qué clase de jurisdicción sea Ia jurisdicción eclesiástica
castrense.

A. Y, en primer lugar, si puede o no denominarse canónica.
Dice PÉREz MiER: "La jurisdicción castrense no puede denominarse

propiamente canónica en el sentido de que sfc halle establecida por el Códi^
go ; mas organizada, como está, por Ia Santa Sede en buen número de Es-
tados, puede decirse canónica en cuanto se funda en concesiones más o me-
nos comunes y uniformes" (40).

El Código de Derecho Canónico en el capítulo De Parochis, canon 451,
§ 3, dice simplemente : ".Tocante a los Capellanes militares, tanto mayores
como menores, se debe estar en cada caso a las leyes peculiares emanadas de
Ia Santa Sede." Ahora bien, los textos concordados adoptan dos posiciones
en esta materia : Ia organización de una jurisdicción especial castrense, y el

(3») uon estas mismísimas palabras Ia deflnen CHELODi, De personis, n. 125, y tHüMMER,
uanuale Juris Canonici, p. 119 (ed. 5.'). El primero pone en claro Ia extensión de Ia mlsma con
estas Otras: "Jus canonlcum, allter ab in Jure romano, nomine retento, conceptum Jurlsdlctlo-
nls ad universalem potestatem regiminis, legi/ercm, judicialem et executtvam, ampUavlt.-" El
segundo anade: "Et Jncludit potestatem docendl, judicandl, coercendl, leges ferendI, sacramenta
mlnlstrandl, etc., uno verbo: per modum regiminis exhlbendl íidelibus, 1. e. baptlzatis, omnla
«reaia a cnristo lnstltuta pro salute aeterna obtlnenda."

(39) A veces hablamos también de jurisdicción castrense en sentido metonimico, en cuanto
expresa el conjunto de personas que pertenecen a ella, por todos los conceptos, blen sea como
íujeto activo o como sujeto pasivo.

(4U) FEREz MiER, iglesia y Estado nuevo, cap. VIII, p. 249.
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mantenimiento de Ia jurisdicción ordinaria para Ia asistencia religiosa del
Ejército.

En todos los ejércitos del mundo, con pocas más excepciones que Ia de
los ejércitos creados bajo Ia férula comunista, existe organizado de algún
modo el servicio eclesiástico.

Hay naciones, precisamente aquellas que tienen un ejército reducido
como Luxemburgo y Suiza, en las cuales el servicio religioso militar está
encomendado a sacerdotes diocesanos. Asimismo suele correr a cargo de Ia
jurisdicción ordinaria en los países donde los católicos están en minoría
como, por ejemplo, hallábase previsto en el Concordato de Rumania, cuyo
artículo i8 dice : "La Iglesia Católica tiene derecho a proveer a Ia asistencia
religiosa de toda clase para sus fieles en el Ejército... teniendo en cuenta los
reglamentos de las respectivas instituciones."

Pero en Ia mayor parte de las naciones existen sacerdotes militares, más
o menos asimilados a las categorías del ejército, formando un Cuerpo es-
pecial. En algunas, como Inglaterra, sus antiguas colonias y los Estados
Unidos de América, se considera el servicio religioso como uno de los ser-
vicios auxiliares del ejército, con carácter propio; en otras, como Bélgica,
está incluido el servicio religioso entre los servicios civiles de Ia Adminis-
tración militar (41). Mas en todas ellas se ha confiado dicho servicio a una
jurisdicción eclesiástica especial. Y así Io establecen expresamente casi to-
dos los modernos concordatos, tanto los celebrados con países de mayoría
católica como los celebrados con algunos de predominio protestante ; siendo
de advertir que mientras unos concordatos dicen que los ejércitos gozarán
de privilegios y exenciones según las prescripciones canónicas (42), en otros
se lee consentidos o concedidos por el derecho canónico (43). En ambos ca-
sos, comenta el mismo PÉREz MiER, parece referirse a las facultades que
por Ia Sagrada Congregación Consistorial se otorgan al Ordinario militar,
juntamente con las instrucciones y privilegios que como tal Ordinario Ie
competen ; y en este sentido se dice que son según el derecho canónico, con-
sentidos o concedidos por él (44).

(41) Kl servicio religioso castrensi- en i'l extranjero, "B. 0. (IeI Clero Castrense", n. 99 (ex-
traordinario), p. 345.

(4a) uecla, por ejemplo, el Concordato de Polonia, art. 7.0: "Los Ejércitos de Ia República
de Polonia gozarán de todas las exenciones concedidas para los Ejércitos por Ia Santa Sede,
tfgv:n las prescripciones del derecho canónico,"

43) El Concordato de Italia, art. 14: "Las tropas Italianas de alre, tierra y mar gozan, en
cuanto a' sus deberes religiosos, de los privilegios y exenciones consentidos por el derecho ca-
nunico."'El Concordato de Portugal f l940) , art. 18: "Los Capellanes militares tienen jurisdic-
ción parroquial sobre sus tropas y éstas gozarán en cuanto a sus deberes religiosos de los
privilegios y exenciones concedidos por el derecho canónico."

(44) De Concordato inter S. .Sedem et Itallam, en Apollinaris, 1929, p. 470.
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B. Es Ia castrense, por ende, una jurisdicción especial y privilegiada.
El motivo de su institución, decía SALAZAR-LA FuENTE, es atender a Ia con-
veniente dirección administrativa y judicial del ejército en Ia parte espiri-
tual. No podía ser más terminante, a este propósito, el preámbulo de los
Breves jurisdiccionales: "Por cuanto en los Exércitos... pueden suceder
frecuentemente muchas cosas, en las cuales para Ia recta administración de
los Sacramentos y Ia saludable dirección y cuidado de las almas de los que
viven y se hallan en las tropas ; y asimismo para conocer y decidir entre ellos
las causas y controversias pertenecientes al fuero eclesiástico, es necesario
el ministerio y desvelo de una o muchas personas eclesiásticas, porque no se
puede recurrir fácilmente a los propios párrocos y ordinarios de las Dióce-
sis, o a Nos y Ia Sede Apostólica..." (45). No teniendo estabilidad el ejér-
cito, sino siendo Ia movilidad una cosa necesaria en él, es preciso atender a
sus necesidades espirituales con una jurisdicción móvil, como es Ia cas-
trense (46).

Esta es, pues, Ia razón fundamental: no Ia personalidad del monarca,
sino Ia movilidad de las tropas que, así como pone a éstas en condiciones
especiales con respecto a Ia vida social, así también obliga a que tengan
ciertas exenciones para Ia vida espiritual. De otra manera, el soldado, ca-
reciendo de domicilio fijo, tendría que cambiar a cada paso de jurisdic-
ción para los asuntos de su vida religiosa y moral (47). Podríamos aña-
dir otras razones. "Los problemas del Ejército, aun desde el punto de
vista meramente espiritual, son problemas especiales, y Ia labor de apos-
tolado que se encomienda al Cuerpo Eclesiástico Castrense ganará en efi-
cacia cuando Ia jurisdicción religiosa de los Ejércitos de Tierra, Mar y

(45) Breve Quonitim in exercittbus: "Pro recta Sacrarnentorum adminlstralione, salubrique
Qirectlone et cura an!marum eorum qu! tn castrls degunt et versantur, necnon pro cognoscen-
cis ei dec-i(kMidis ínier eos causis et controversiis ad forum ecclesiasticum pertinentlbus, opera
ct industria iinius reu plurium personarum ecclesiasticarum opus sit, propterea quod non racilae
ad proprios Paroctios et locorum Ordinarios, aut ad Nos et Sedem Apostolicam recursus haberl
potest...'"

('46) S*LAZAR-I.A FüENTE, Lecciones de disciplina eclesiástica, lecc. XXXI, p. 248.
(47) Aunque fácilmente se comprende Ia razón y justicia en que se Tunda Ia exención de

los militares y personas que gozan del fuero mllltar, y después de Io dlcho no sea menester
lnslstlr, vamos a transcribir literalmente Io que sobre este particular dice el Emmo. Cardenal
Uelgado, en el Edicto expedMo en 3 de febrero de 1779. Dice asi: "El destino a las operaclonea
vagas oe Ia guerra y a Ia guarnición de las plazas y puertos de esta monarquia, obliga a.las
iropas de S. M. a vivIr sin domicilio njo y permanente, y a mudar con frecuencia de su re-
sidencw, de Io que forzosamente resultaba Ia variación de los prelados eclesiásticos, y el deJar
pendiente en sus tribunales varios recursos de consideración, asl civiles corno criminales, que
no podtan seguirse ni decidirse por Ia ausencia de las partes interesadas, dë Io que regular-
mente se originaban muchos perjuicios y gravísimos inconvenientes, que nl el Estado ni Ia
Iglesia potHan mirar con Indiferencia. Para evitarlos se estableció Ia jurisdicción castrense, que
híijn la illrección de un prelado se ejerciese en cualquier parle del mundo, siguiendo a laa
personas sin división de territorio ni distinción de prelados."
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Aire dependa en su orientación suprema de Ia unidad del mando eclesiás-
tico" (48).

C. La Jurisdicción Castrense sigue, por Io tanto, a Ia condición de
las personas, es esencialmente personal. Así fuésiempre y así se estatuye en
el artículo VII del Convenio, calcando palabras de Ia Regla primera fijada
por Ia Sagrada Congregación Consistorial en 1940: "La jurisdicción del Vi-
cario General Castrense y de los Capellanes es personal" (49). Es verdad que,
en virtud dc Ia sujeción al imperio militar, determinados lugares quedan ac-
cidental y transitoriamente afectos a Ia Jurisdicción Eclesiástica Castren-
se; mas no por eso deja ésta de ser substancial y eminentemente personal.
Por consiguiente, se Ia podrá circunscribir, en algunos casos, a límites de-
terminados en cuanto a su extensión a cosas y personas, pero nunca en
cuanto a su ejercicio (49 bis).

De esta manera pudo decir el Cardenal Vico en un informe que, sien-
do Nuncio Apostólico en Madrid, dirigió a Ia Sagrada Congregación del
Concilio en 1909: ''Existen de hecho las Parroquias militares; pero, aun-
que per accidens tengan en algunos casos determinada extensión territo-
rial, per se Ia Jurisdicción Castrense es personal y, por consiguiente, las
mencionadas Parroquias están constituidas por personal afecto a Ia mili-
cia dondequiera que se encuentre, prescindiendo de que esté alojado en
esta u otra Parroquia Civil... El Capellán de cualquier Cuerpo o Estable-
cimiento militar administra los Santos Sacramentos y autoriza Ia sepul-
tura eclesiástica de sus feligreses no sólo en el lugar sujeto al mando mili-
tar, de quien depende (llámese cuartel, hospital o fortaleza), sino donde-
quiera que sus feligreses se encuentren, sin limitación de Parroquias o te->
rritorios. Se deduce, pues, de Io expuesto que Ia jurisdicción del párroco
castrense es personal" {50).

D. La Jurisdicción Castrense no puede concebirse sino como una
exención. Ahora bien; Ia exención es un privilegio merced al cual deter-
minadas corporaciones, lugares o individuos quedan sometidos inmediata-
mente al Romano Pontífice.

a) Es activa cuando confiere al privilegiado jurisdicción sobre otros;

(48) "La jurisdicción castrense en Espafla", editorial de Criterio, 15 agosto 1950.
(49) La prirncra regla de Ia S. Congregación Consistorial de 13 de abiil de 1940 dice asl:

"La Jurisdicción del Ordinario militar y de los Capellanes militares en Halla, es personal. Esta
se extiende a todos los militares de tierra, mar y aire y también al personal religioso mascu-
lmo y remenino afecto a los Ho;pitales Militares; en cambio, se excluyen las personas civiles
ü« cuakjuler modo pertenecientes a los militares o afectos al Ejército."

(49 bls) M. WEHR, Die Jurisdiktion der Kapläne, en "Pastor Bonus", 53 (1943), 54-56.
(50) /AYDiN, Bularío Castrense Comentado, t.- I, Apéndices n . 7 , p. 713-723, Inserta integro

este docurnento de Ia Sagrada Congregación del Concillo, que lleva fecha de 22 de uiayo de 1909.
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y pasiva, cuando únicamente Ie hace independiente de Ia Jurisdicción Or-
dinaria. La Jurisdicción Eclesiástica Castrense goza, evidentemente, de
exención activa, con clero y pueblo; puede decidir, con arreglo a derecho,
todas las causas pertenecientes al foro eclesiástico—-menos las matrimo-
niales, que ahora han quedado reservadas a los Ordinarios del lugar (ar-
tículo VIII, § 3)—, que afecten a sus subditos en calidad de demandados,
y administrar a éstos todos los Sacramentos, aun los estrictamente parro-
quiales como el matrimonio.

La exención activa, por razón del objeto, es territorial o personal, se-
gún confiera jurisdicción sobre los lugares y a las personas, o sólo so-
bre estas últimas (51). La Jurisdicción Eclesiástica Castrense,como aca-
bamos de decir, es una jurisdicción eminentemente personal, de modo que
sólo accidental y transitoriamente puede estar ligada al territorio.

b) Además, Ia exención puede ser máxima, ínfima y media; Ia pri-
mera y tercera son activas, y pasiva Ia segunda.

a') Disfrutan de exención máxima las Abadías y las Prelaturas nul-
lius diócesis; el ejercicio de Ia misma requiere territorio separado de toda
diócesis, clero, pueblo, privilegio pontificio e independencia de Ia juris-
dicción diocesana (c. 319, § i), como sucede en España con Ia sede de
Ciudad Real, que gobierna el Prior de las Ordenes Militares, que es Obis-
po titular de Dora (51 bis).

V) El Código de Derecho Canónico concede a los regulares de am-
bos sexos Ia exención que hemos llamado ínfima, substrayéndolos de Ia
jurisdicción del Ordinario diocesano fuera de ciertos casos expresados en
los cánones (c. 615). Se funda esta exención en Ia necesidad de acomo-
dar Ia -vida espiritual e interior de los religiosos a los preceptos de Ia Re-
gla respectiva, Io cual exige conocimientos prácticos que únicamente po-
seen los Prelados regulares. Por eso esta exención pasiva recibe también
el nombre de tuitiva, en cuanto defiende Ia regular observancia y los in-
tereses de los religiosos.

c') La exención media requiere, corno Ia máxima, clero, pueblo, pri-
vilegio pontificio e independencia de Ia potestad del Diocesano; pero, aun-

(5t) Otros Ia dlvlden en local,personal y mixta, según afecte directamente a los lugares,
<: a las personas, o & ambos a Ia vez (Código Biltngü, nota al canon 615).

(51 bls) "En el Glorioso Helnado de Alfonso xn, y por Ia Bula Ad Apostolicam del Papa
Flo ix, recha 18 de noviembre de 1875, fué erigida te Provincia de Ciudad Real en Obispado
rriorato de las Ordenes Militares, siéndolo canónicamente en Santa MarIa del Prado el 4 de ju-
mo de 1876, por el Excroo. Sr. Cardenal Arzobispo de Toledo. El 17 de junlode 1877 hizo su
entrada solemne en Ciudad Real el Excmo. e Hmo. Sr. D. Vlctortóno Oulsasola, primer Obispo
Prior, que tomó posesl6n, por poderes, el 27 de mayo anterior; y el 28, el M. I. Sr. Apoderado
entregó al llmo. Ayuntamiento Ia Bula dlrlg-lda al pueblo por Su .Santldad" (leyenda que reza
al ple del cuadro de Alfonso X el Sablo, fundador de Ciudad, en el Ayuntamiento de Ciudad Real).
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que es activa y cuasi-episcopal, comprende solamente a las personas que
el Privilegio Pontificio desliga del territorio, ya por pertenecer a una cla-
se determinada, ya por residir en ciertos lugares enclavados en una Dió-
cesis, sin que exista distinción territorial entre aquéllos y ésta.

El objeto de Ia jurisdicción eclesiástica en general es, según Io dicho,
cl gobierno del pueblo fiel mediante Ia aplicación de las leyes canónicas;
y como los fieles, en su inmensa mayor parte, están ligados al territorio
por el derecho de propiedad, por el idioma nacional, por lazos de íamilia
o por sus ocupaciones habituales... las leyes eclesiásticas se presumen te-
rritoriales mientras no conste Io contrario (can. 8, § 2) ; y el ejercicio de
Ia jurisdicción eclesiástica se acomoda, ordinariamente, a las condiciones
del territorio, distribuido al efecto en diócesis y cuasi-diócesis. Esto no
obstante, las jurisdicciones que, como Ia Castrense, gozan de exención me-
dia no pueden estar ligadas al territorio más que de un modo accidental
y transitorio, por ser substancialmente personales; y aunque el Privilegio
Pontificio, por el que se rigen, las otorgue potestad sobre cualesquiera
personas residentes en determinados territorios, éstos no son canónica-
mente separados de las diócesis a que se hallan físicamente unidos (52).

c) La exención, finalmente, se divide en total y parcial, según que
libre al exento de toda dependencia o respete algunas facultades del Or-
dinario diocesano. Se ponían como ejemplos de una y otra Ia exención cas-
trense y Ia exención de los religiosos de ambos sexos. La exención de és-
tos, manifiestamente, es parcial, puesto que en ciertos casos expresados en
el Derecho sus casas e iglesias están sujetas a Ia visita del Ordinario a te-
nor de loMispuesto en los cánones 344, § 2; 512, § i, número i, y § 2,
número 2; fuera de esto, los religiosos pierden su exención cuando están
ilegítimamente ausentes de sus casas, y pueden ser castigados por el Or-
dinario en el caso de que, habiéndose ausentado legítimamente, hayan co-
metido algún delito y el Superior religioso, después de avisado, no los
castigue (can. 6i6). En cambio, Ia exención castrense decíase total y era
plena y absoluta como Ia Ordinaria ; mas ahora ha experimentado algunas
limitaciones, señaladas expresamente en el Convenio, principalmente en Io
concerniente a Ia asistencia canónica al matrimonio y a las causas ma-
trimoniales (art. VIII, §§ 2 y 3). No olvidaremos, con todo, que las ju-
risdicciones privilegiadas y exentas se rigen primeramente por el tenor de
sus privilegios, y sólo en Io que a éstos falta, por las leyes generales; que

(52) íAYDiN, BuI. Cast. Com., t. H, Suvid. 3.*, n. 8-1. Cf. G. CAVAZZAjNA, La giurisdizit>ne
t,lmordinana nel Códice inris Canonici, en "Palestra del Clero", 221 (1943), 37-41, 71-73, 99-102,
12U-134, 23U-235; 222 (1913), 21-26, 2 4 4 - 2 4 9 , 273-278.
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Ia exención tiene carácter de regla general, y las limitaciones Io tienen de
excepción; que mientras no conste ciertamente Ia limitación, es menester
inclinarse en favor de Ia exención. La razón está en que los privilegios se
estiman leyes particulares1 que prevalecen siempre sobre las generales.

E. Siempre Ia Jurisdicción Eclesiástica Castrense fué privativa en
nuestra Patria, por estar fundada en Privilegios Pontificios que separa-
ban de los Obispos u Ordinarios determinadas cosas y personas para en-
tregarlas al gobierno y administración de un Ordinario militar o Vicario
General Castrense. De manera que, al asumir de los Obispos Ia jurisdic-
ción el Supremo Jerarca, los Obispos territoriales quedaban privados de
ella. "Así que Ia Jurisdicción Castrense—escribieron SALAZAR y LA FuEN-
TE—es el cúmulo de atribuciones que debían ejercer los Obispos sobre las
personas y cosas de los militares en Io relativo a su salvación y bien es-
piritual; pero el Papa, por altísimas razones, suspende a los Ordinarios
el ejercicio de estos derechos y deberes, reservándoselos a sí mismo y con-
fiando al Patriarca de las Indias el ejercicio de este cúmulo de atribucio-
nes reservadas y por tiempo limitado" (53)-

En Ia actualidad hay que modificar totalmenteesta concepción, pues
Ia jurisdicción castrense es cumulativa con Ia de los Ordinarios diocesa-
nos, según se establece en el artículo IX del Convenio. El Papa, cuya po-
testad jurisdiccional es plena, suprema y universal—doctrina de fe que de
propio intento hemos recordado—, sigue confiriendo Ia jurisdicción al
Vicario Castrense; pero sin asumirla de los Ordinarios residenciales, sin
quitársela, sin privarles de ella. De tal modo que sobre el mismo sujeto
pasivo recae ahora una doble jurisdicción : Ia ordinaria, que, por razón del
lugar, compete al Obispo diocesano; y Ia privilegiada, que por razón del
servicio activo, comgete al Arzobispo Vicario General Castrense.

F. Por el título, Ia jurisdicción elesiástica se divide en ordinaria o
aneja por ley al oficio, y delegada o dada por comisión a Ia persona. La

(53) El primero de todos los Breves Castrennes Cum slcut Ma)estatis tuae (26-IX-16Í5),
según el cual recae Ia jurisdicción eclesiástica castrense en los Capellanes Mayores, dice1 de
éstos: proinde ac si quoad eieríeos saecuUires eorum veri praesules et pastore», quoad regu-
turcs vero illorum superiores generales essent, No puede expresarse con más claridad Ia ce-
sación de laautor ldad de los Prelados de origen cuando estos clérigos son adscritos a Ia ml-
licla y recaen en Ia Jurisdicción de los Capellanes Mayores.Pero lá exención alcanzaba sólo a
¡os separados de sus propias diócesis, no a los que morasen en ellas durante Ia guerra; esta
era Ia mayor de las limitaciones contenidas en el Breve. Luego, al estafclecerse Ia permanencia
fle Ia Jurisdicción privilegiada por el Breve Quoniam in exercitibus de Glemente XII (4-II-1736),
rué necesario cambiar radicalmente Ia organización eclesiástico-militar. En etecto: mientras el
Breve Cum siciit Majestatis tuae no priva a los Obispos y Párrocos de su jurisdicción, slno en
cuanto a los lletes extraflos a su territorio que pertenezcan a los ejércitos, por el Quoniam
in exercltit>u& asume el Papa Ia jurisdicción sobre todas las tropas móviles, delegándola en
el Capellán Mayor de los Ejércitos con facultad de subdelegarla. La fianta Sede, accediendo a
las peticione* del Poder real, instituyó consiguientemente por este Villiino Breve Ia Jurisdic-
ción exenta castrense ll.|a y privativamente.
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ordinaria se subdivide en propia si se ejerce en nombre propio, y vicaria
si en nombre ajeno. La jurisdicción castrense, infiérese de Io dicho, es vi-
caria, puesto que se ejerce en nombre del Papa. Y es ordinaria porque va
unida, por derecho, a un oficio eclesiástico propiamente dicho con anterio-
ridad e independencia de las personas que hayan de ejercerlo.

Ya hemos tratado este punto (54) y nos limitamos aquí a corroborar
Ia doctrina expuesta, ya que, según Ia nueva ley concordada, es perma-
nente y universal Ia anexión de Ia jurisdicción al oficio de Vicario Gene-
ral Castrense, de forma que, una vez investido éste del oficio, adquiere
ipso jacto y puede ejercer Ia jurisdicción. Es Ia razón de que en los mo-
dernos concordatos se Ie llame Ordinario militar, Qrdinario del Ejército,
Ordinario Castrense.

Por consiguiente, las dos notas características y diferenciales de Ia ju-
risdicción eclesiástica militar son : Ia anexión por derecho concordado a
un oficio, en virtud del cual se clasifica como ordinaria y no delegada;
y el ejercerse en vez y en nombre del Romano Pontífice, por Io cual es
vicaria. Por Io mismo también es delegable a todas las personas hábiles
(canon 199, § i).

Especificados ya los caracteres, pudiéramos definir Ia jurisdicción cas-
trense como Ia jurisdicción privilegiada ó exenta y esencialmente personal
que confiere el Romano Pontífice al Vicario General Castrense u Ordi-
nario militar para que, ejerciéndola de manera cumulativa con Ia diocesa-
na, atienda a las necesidades morales y espirituales y a Ia salvación eterna
de cuantos militan en los Ejércitos de tierra, mar y aire, así como de sus
legítimas esposas e hijos menores cuando conviven en su compañía.

§ 2. EXTENSIÓN DE LA JURISDICCIÓN ECLESIÁSTICA CASTRENSE

El M. I. Sr. D. Plácido Zaydín y Labrid, de felicísima recordación,
nos ha dejado un estudio exhaustivo e interesantísimo sobre los títulos ju-
risdiccionales, que hubieron de ser variados en distintas ocasiones para de-
terminar con exactitud Ia extensión y límites de Ia jurisdicción privile-
giada. Debiendo acomodarse el servicio espiritual de los ejércitos a Ia es-
pecial condición de éstos, que varía, según Ia organización impuesta por
las circunstancias, es imposible dotar a Ia jurisdicción castrense de un có-
digo fijo y definitivo. Unas veces se ha determinado Ia exención por el

(54) U.« CASTRO, Origen, desarrollo y vicisitudes de Ia J. E. C., en "Rev. cle Der. Canóii.
^ol. V, n. 14, mayo-agosto 1950, p. 609.

— 283 —

Universidad Pontificia de Salamanca



M A N U E L C A R C I A C A S T R O

sueldo; otras, por el fuerp; en ocasiones por el lugar, porla comensuali-
dad o por el servicio, y siempre por Ia movilidad actual o potencial como
base del privilegio. Tales variaciones respondían, por Io regular, a las mo-
dificaciones introducidas en Ia organización de las instituciones armadas
y, en algunos casos, a Ia necesidad de coordinar el texto de los Breves
Pontificios con Ia legislación civil (55).

i.—Los cuatro títulos jurisdiccionales de Pío VII

Al constituir el Breve de Inocencio X Cum sicut Majestatis tuae (26 sep-
tiembre 1645), una jurisdicción personal sólo para el tiempo de guerra no
era posible determinar de modo más concreto las personas que debían go-
zar del privilegio: qui in castris degunt et versantur. Extendíase, pues
a cuantos viven y se >hallan en los campamentos; es decir, en los ejércitos
de operaciones, sin distinguir entre los militares propiamente dichos y los
que por cualesquiera otras razones pudieran seguir a los ejércitos sin es-
tar filiados como soldados. Esto no obstante, y aun siendo tan genéricas
las palabras degunt et versantur, debieron considerarse tan claras y expre-
sivas que las vemos reproducidas en todos los Breves del siglo xviii
(55 bis).

El Papa Clemente XIII, en sus Letras, meramente interpretativas,
Apostolicae Benignitatis, dirimió Ia controversia existente sobre los ba-
tallones fijos y las milicias provinciales, señalando como título fundamen-
tal de Ia jurisdicción castrense i,APERCEPCiON cONTiNUA DE suELDO o
ESTiPENDio MiLiTAR. El principio sentado por el Santo Padre es que de-
ben pertenecer a Ia jurisdicción privilegiada todos los que en paz y en
guerra militan bajo las banderas del Rey, y se mantienen de sueldo mili-
tar, y los que por legítima causa van en su seguimiento (56). Así queda-

(55) ZAYDiN, BuJ. Castr. Com., t. II, donde divide Ia materia en tres periodos: 1.° Com-
prende el primer período el tiempo que media entre los afios 1804 y 1869 Inclusive; 2.» Al-
ranza Pl segundo los aflos comprendidos entre 18fi9 y 1889; 3.0 Se extiende el tercero de
1889 nasta 1933 en que se suspendió Ia jurisdicción.

(55 bls) Nada se dice en este documento de familias y criados de militares, porque sólo
podían gozar del privilegio en el caso de que arrostrasen los peligros de Ia campafia. Tam-
poco se üabla de Jurisdicción por razón del lugar, aunque puede considerársela Implícitamente
inciuida en Ia palabra castrfs.

(56) Heeuérdese que para explicar Ia extensión del privilegio con razón a las personas, se
puWicó el Breve Apostolicae Benignitatíg en 1764. Establece dos títulos jurisdiccionales: por
ei primero comprende a l«s personas que, en paz o en guerra, por tierra o por mar, miUtan
taJo las banderas del Rey y vlven del sueldo o estipendio militar; por el segundo se extiende
a todos los que por algunacausa siguen a los ejércitos. Todo esto que, enabstracto, resulta
clarísimo, ofrece no pocas dificultades cuando se pretende concretar los expresados conceptos,
jjes(ie luego, ?e comprende que sólo el servicio podia ser causa legitima para que los no mi-
litares siguiesen a los ejércitos y participasen de sus privilegios; pero ¿cómo debIa enten-
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ban exceptuadas las milicias de toda especie no estando movilizadas, los
retirados y los matriculados de Marina mientras no cubren plaza a bordo
de los barcos de guerra (56 bis).

Pero como las palabras stipendio et aere militari, interpretadas con
toda amplitud podían significar cualquier paga que se percibiera de las
Cajas de Guerra o Marina por servicios actuales y relativamente conti-

derse tal servicio? A los efectos del privilegio, ¿servían únicamente a los ejércitos los que les
seg-ulan cuantío estaban movilizados, o tamhién los <jue en paz y en guarnición prestaban a
las tropas determinados auxilios que, sin ser de carácter estrictamente bélico, resultaban In-
dlspen=aWes para Ia g-uerra y su preparacidn? Y, en cualesquiera de estos casos, ¿debía fun-
damentarse Ia clasificación en Ia mayor o menor permanencia en el servlclo, según que fuefa
eventual o respondiese a una contrata nja, o bastaba que Ia retribución del trabajo proce-
diese, aere militari, de las Cajas de Guerra o Marina? Como para satisfacer cumplidamente B
fstas preguntas precisaba conocer muchas circunstancias menudas que no podían ser detaUa-
das en los Breves, Ia Sede Apostólica conHó Ia resolución de cualesquiera dudas a los Cape-
llanes Mayores de los Ejércitos. En realidad, al poder civil correspondia, para que las dispo-
siciones del Breve tuvieran nel cumplimiento, el precisar Io que debia entenderse por esti-
pendio militar; pues tanto podia ampliarse el concepto que vinieran a participar del Tuero
oclesiástico castrense personas completamente ajenas a los ejércitos aun desde el punto de
vlsta complementario y auxiliar. Por el Edicto de 3 de febrero de 1771, publicado por el
Vicario General del Ejército, a ronseruencia de Real Orden, se deHnió como estipendio ml-
Utar el que se percibe por servicios prestados al Ejército con carácter actual y permanente,
excluyendo toda remuneración de servicios pasados o de condición eventual. Y por Io que
respecta a Ia Armada, en R. O. de 12 de diciembre de 1787 (Ley III, tf t . VI, libr. II de Ia
Novlslma Recopilación). Por cierto que en el Edicto de 1771 con muy sano criterio se con-
sideraron también castrenses los servicios de las personas llamadas a auxiliar al Vicario Ge-
neral en el ejercicio de Ia jurisdicción, aunque, como los Subdelegados, percibiesen obven-
rlones legales en vez de sueldo fljo. Y sólo respecto de los inválidos parecía estar en contra-
dicción con el Breve; pero Ia discrepancia se funda en un concepto distinto de Ia invalidez y,
por tanto, no es más que a.parento. El Romano Pont(flce llamn. sin duda, inválidos a los
militares separados en absoluto del servicio; mientras el Estad« distinguía entre Ia inva-
i'dez legal, de carácter moral o flsiológico, que excluye al soldado deflnilivamente del EJér-
-cfto, y Ja puramente llsiológlca, pero relativa, que permitía al militar prestar algún servlclo,
normalmente retribuido, dentro de alguna plaza o fortaleza. Por encontrarse en este ültlmo
<aso "los inválidos hábUes de las quarenta y sels compañías, que en sus cuerpos hacen algun
servicio guarneciendo las Plazas", los declaró comprendidos en Ia Jurisdicción castrense el
aludido Edicto del Vicariato, sin separarse del espíritu del Breve.

(56 bls) Conviene que nos demos cuenta de las razones que tuvo el Sumo Pontíflce para
e<Mablecer estas excepciones. No debemos olvidar que los ejércitos se formaban ocasionalmen-
te, según Io exigían las necesidades del extenso imperio español, por Io cual no podían dis-
traerse Jos Tercios en el servicio interior de Ia guarnición. Para proveer a éste se nacIa uso
de un slstem,a muy sencillo, fundado en las costumbres de Ia Reconquista, del que nos da
iaea exacta Ia pragmática de 18 de septiembre de 1495. Viendo los Reyes Católicos que des-
pués de Ia toma de Granada muchos caballeros hidalgos y labradores hablan deshecho, ven-
dido o perdido sus armas, y entendiendo ser necesario... "que todas las gentes estuviesen
aparejadas de armas, para ofender i facer guerra a qulen procurasse facer daño a estos Rei-
nos", mediante súplica elevada en Ia ViHa de Santa Marla del Campo por el mes de junio
del aflo expresado "por los procuradores de los grand>es 1 Perlados, 1 Cavalleros, 1 de las
Ciudades, 1 Villas" tuvieron a blen disponer una ordenanza en Ia ciudad de Tarazona dlvl-
diüa en doce capítulos, disponiendo que todos sus vasallos, a.sl en las ciudadesy villas exen-
tas como en lugares de escaso vecindario, tuvieran armas defensivas y ofensivas. Los más
rlcos debían tener corazas de acero y falda de malla, capacete con su babera o celada con
su barbote, y masgocetes o musiquies con una lanza de veinticuatro palmos, espada, pufial
y casquete. Dos veces al año deblau celebrarse alardes (-revistas de hombres, armas y gana-
do) ante los Alcaldes, levantando acta un escribano público, y donde no Ie hubiera, un Clé-
)lgo (Ley I, tIt.- 6.0, Hb. 6.» de Ia Recopilación). Este sistema tan sencillo y económico se con-
servó durante mucho tiempo, si blen hubo de evolucionar con los adelantos del arte de Ia
guerra, transformándose aquellas agrupaciones Informes en batallones locales y provinciales.
Los Ordinarios defendieron con tesón su Jurisdicción sobre unas fuerzas tan esencialmente
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nuos, el Papa Pío VII modificó en el Breve Compertum est nobis (12 ene-
ro 1807) e' primero de los títulos jurisdiccionales, definiendo Ia profesión
militar no por el sueldo, sino por el FUERO.

A. ANTECEDENTES DEL BREVE "COMPERTUM EST NOBIS"

El Papa Pío VI, en su Breve de 6 de octubre de 1775, autorizó al Pa-
triarca de las Indias para declarar sin ningún escrúpulo y tuta conscientia

ul'eclas al territorio y que no pertenecían al Ej6rclto (hasta que se promulgó Ia Ley de 31
de Jullo de, 1855, que las sujeto a las ordenanzas"mllitares), aunque en alguna ocasión se las
utilizara como reservas o fuerzas auxiliares. Mas desde el tiernpo de Felipe V fueron refor-
mándose y evolucionando a semejanza de las del ejército regular, hasta el punto de que
unos y otros Oficiales y soldados apenas se distinguían en cuanto al Tuero y ventajas de
crden moral. Por Real ordenanza de Sl de enero de 1734 se dispuso que para Ia defensa
j mayor seg<urlda<! de los Reinos y costas de Espafla se formasen aa Regimientos de mili-
cias a t>ase de las antiguas compañías, utUizándose los servicios de los Oflclales, si se en-
contraban aptos, capaces y desempeñados de sobradas obligaciones easeras. La tropa deWa
reclutarse en los lugares de cada partido, a proporción de su vecindario, entre Ia gente de
más provecho, menos ocupada en el cultivo de sus haciendas, y no casada, en ciianw tuera
posible, a Un de que con más libertad, menos gasto y mayor desembarazo pudiese acudir
adonde y cuando Ui necesidad Io pidiese (Ley IV, tlt. VI, lib. VI de Ia Novlslma Recopila-
ción). Carlos IIl, por Reglamento de 8 de noviembre de 1766, en vista del buen resultado de
estos cuerpos "formados porhonrados vasallos, que han manifestado su nonor y marcial es-
píritu en Jas ocasiones de guerra en que ha sldo empleada alguna parte", aumentó hasta 42
el numero de regimientos de milicias dentro de los Reinos de Castilla. Los gastos de las
mlllclas urbanas corrían a cargo de los pueblos que guarnecían. Los de las provinciales, por
un arbitrio de dos reales en fanega de sal, que >habfan de satisfacer todos los pueblos de
Espafia, por no estimarse juslo pesase sobre Castilla exclusivamente una Institución qu«
benellciaba al Estado en general Los milicianos disfrutaban fuero criminal, pero en Io civll
estaban sujetos al Juez Ordinario mientras se mantenían en sus provincias. Sólo en caso de
movUización adquirían el' fuero Integro para sl y sus familias respectivas. Cuando esto ocu-
rm, el regimiento entero, o to parte de éi, que saliera de Ia provincia a prestar servicio
efectivo perclbIa sueldo; pero únicamente Io disfrutaban continuo el Sargento Mayor, los
Ayudanles, algunos Ollciales de plana mayor, y también Ia plana menor de sargentos, cabos,
tambores y pífanos, que, en realidad, no podían ser considerados corno milicianos porque
se reclutabaii de modo distinto. Con 1ales antecedentes se comprenderá por qué fueron ex-
cluidas estas fuerzas en tiempo de paz de los privilegios jurisdiccionales. Las milicias urba-
nas estaban perpetuamente afectas a las plazas que guarnecían, sin que los Oflciales y sol-
dados tuvieran necesidad de abandonar sus ocupaciones habituales; y «i por sus servicios
de plaza obtenían alguna remuneración, ésta, en rigor, no tenla carácter de estipendio mi-
litar ni gravaba el Real Erario. Las milicias provinciales estaban normalmente destinadas aI
mantenimiento del orden y a guarnecer los pueblos de sus respectivos' distritos, y sólo ex-
cepcionalmente se les destinaba a Ia guerra. La misma razón hubo: para excluü1 a los matricu-
lados de Marina cuando no sirvieran a bordo de los barcos de guerra. Aunque disfrutaban
de ruero Integro—según Io dispuesto cn las Ordenanzas navales Ue 1748—y grandes privile-
gios, como el exclusivo de Ia pesca, mientras pertenecían afectos a los Tercios navales (que
por su situación se llamaron de Levante los 'correspondientes al departamento de Cartagena;
de Poniente, los de Cádiz, y del Norte, los del departamento del Ferrol) no gozaban del es-
tipendio militar. Con razón, pues, el Edicto de 1771 declaró que no pertenecían a Ia juris-
dicción castrense "los regimientos de compañías flxas de Orán y Ceuta, y de cuak|ulera otra
parte donde las haya; los Milicianos de estos Reinos, de los del Perú, México e islas de
Canarias quando no forman exército y son enviados a expedición alguna; ni su Plana Ma-
yor, aun quando celebra sus asambleas, ni los alistados para Ia marina quando no están a
bordo"/ Esta declaración terminó con todas las discusiones en Ia Península, pero no en las
colonias donde las palabras del Edicto "compañías flxas de... cualquiera parte donde las
tiaya" rueron objeto de grandes polémicas hasta que de Real Orden de 15 de junio de 1786
se declaró Ia cuestión de hecho, distinguiendo las milicias de los Cuerpos rigurosamente mi-
litares, aunque por cualquier razón se llamaran njos. AsI se terminaron las cuestionas que
tanto apasionaron los ánimos durante cincuenta anos, gTacias al Breve de 1764.
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las personas que debían gozar de los privilegios concedidos a Ia Jurisdic-
ción Castrense. Esta facultad tan extraordinaria 'fué incluida en todas las
Letras jurisdiccionales publicadas en años sucesivos por el mismo Papa
y por Pío VII, hasta el día i6 de diciembre de 1803, inclusive, fecha del
Breve Cum in Regis. Sin duda, Ia Santa Sede hubo de proceder así en
evitación de los continuos e interminables recursos a que habría dado lu-
gar Ia interpretación de los Breves, mientras no se determinase con clari-
dad el alcance de los distintos títulos jurisdiccionales. Y es justo recono-
cer que los Patriarcas, en general, no abusaron de sus extraordinarias fa-
cultades.

El primer Edicto declarando las personas pertenecientes por cual-
quier concepto a Ia Jurisdicción Castrense fué dado el 3 de febrero de 1779
por el Cardenal Delgado, previa Real Orden, según consta en Ia Novísi-
ma Recopilación, título VI, libro II, nota 12; en esta declaración sólo in-
cluyó en Ia Jurisdicción Castrense, por razón del servicio, a los conducto-
res de cargas, mozos de mulas y demás criados cuando en, las expedicio-
nes de guerra siguen y sirven al ejército.

En 1/87 dió otro Edicto el Cardenal D. Antonino Sentmanat relati-
vo al personal de los arsenales, también a consecuencia de Real Orden
según consta en el encabezamiento de Ia ley III, título VI, libro II de
Ia Novísima. El mismo Patriarca publicó otro Edicto general en io de
julio de 1804, incluyendo, consecuente con su criterio anterior, el perso-
nal de maestros y obreros de las fábricas militares en Ia Jurisdicción
Castrense; esto dió lugar a un célebre recurso mantenido con gran te-
són por el Cardenal Borbón, Arzobispo de Toledo, e impugnado con
igual energía y con mayor habilidad por el Cardenal Sentmanat.

Cuando Carlos IV recibió Ia representación del Arzobispo de Tole-
do, expresando sus quejas, mandó remitir a Roma todos los anteceden-
tes y suspendió Ia aplicación del Edicto mediante Real Orden comunica-
da por el Ministro de Gracia y Justicia en 2 de octubre de 1804 (57).

El incidente no quedó resuelto, ni siquiera de un modo provisional, has-
ta io de enero de i8o6, fecha de las discretísimas Letras Apostólicas Ex
Majestatis, en las que además de aprobar implícitamente Ia declaración de
1779, hizo constar el Santo Padre que decidía Ia cuestión a instancia y se^
gún los deseos de Su Majestad, con los cuales quería condescender en cuan-
to pudiera en el Señor ; y se adscribe a Ia Jurisdicción Castrense Ia Fábrica

(57) Archivo Municipal de M a d r U I , I'<i¡>clcs varios (te Ia Itetil Capilln, vol. VII, niim. XLIII.
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de Armas de Toledo y se limita a casos particulares Ia facultad otorgada al
Patriarca para declarar su jurisdicción.

Pero Ia antinomia existente entre este Breve y Ia Novísima Reco-
pilación que había sido promulgada por Real Cédula de 15 de julio de 1805,
incluyendo Ia declaración expedida en 1787 por el Cardenal Sentmanat
a favor del personal empleado en Ia maestranza de los arsenales, pro-
longó el conflicto : llovieron consultas de las diócesis, acudió el Vica-
riato al Rey con nuevas representaciones y reclamaron los marinos por
conducto del Ministro del Ramo, D. Francisco GiI de Lemus. Esto obli-
gó a recurrir de nuevo a Roma, si bien después de haber pedido al Vi-
cariato soluciones concretas que, salvando los derechos de Ia Jurisdicción
Ordinaria, permitieran evitar en Io sucesivo contiendas semejantes; acom-
pañando a las Preces se envió el modelo a que se pretendía ajustar los
títulos jurisdiccionales, con expresión de las razones que aconsejaban
el cambio. Como las nuevas Preces eran mucho más razonables que las
anteriores, encontraron excelente acogida. El Breve Compertum est no-
bis (de i2 de enero de 1807) vino a terminar, después de tres años de
agrias discusiones, Ia prueba más dura por Ia que pasó en el siglo xix Ia
Jurisdicción Eclesiástica Castrense.

B. EL FUERO COMO TÍTULO JURISDICCIONAL CASTRENSE

No estará demás que expliquemos aquí el significado del fuero como
título jurisdiccional castrense.

Derívase esta palabra de forum, que, en su primitiva acepción latina,
significó Ia plaza donde se trataban en Roma los negocios públicos y donde
el Pretor celebraba los juicios. Por estar destinadas a usos semejantes, se
aplicó después Ia misma denominación a las plazas públicas de otras ciu-
dades del Imperio. En relación, pues, con los negocios jurídicos, vino a
ser sinónima de tribunal.

La justicia sólo puede ser administrada mediante Ia aplicación de Ia
ley; y como los pueblos jóvenes suelen comenzar su legislación consignan-
do por escrito las costumbres que regulan las relaciones de Ia multitud
con Ia autoridad y de los asociados entre sí, por una trasposición de ideas
muy natural; se extendió el nombre de fuero al derecho introducido por
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Ia costumbre y consignado por escrito ; y más tarde a cualquier compila-
ción de leyes de uso general, como el Fuero Real o el Fuero Juzgo (58).

No todos los 'fueros eran de uso general. Los había también privativos
de ciertas clases sociales o de determinados lugares, y su posesión impli-
caba cierta idea de franquicia, preeminencia o exención. Son ejemplo de
ello los fueros municipales de Ia Edad Media; y entre éstos, los nobilia-
rios, el fuero de los fijosdalgos, el fuero viejo de Castilla y el de los in-
fanzones de Aragón. En este último sentido fuero equivale a privilegio

Tanto Ia sanción de leyes como Ia concesión de privilegios suponen Ia
existencia de un Poder supremo, en su esfera, que tienela facultad de
obrar eficazmente para el cumplimiento de sus fines. Los elementos esen-
ciales de ese poder son Ia autoridad y Ia fuerza, que se ejercitan legislan-
do y ejecutando las leyes gubernativa o judicialmente. Cuando se Ie rela-
ciona, por analogía, con su origen y fundamento, se entiende por fuero
el poder soberano de que procede. En este sentido hablamos de Fuero
eclesiástico y Fncro secular.

Concretándonos ya el fucro militar, puede éste considerarse como ju-
risdicción y como privilegio. En el primer sentido entendemos por Fuero
de Guerra o de Marina Ia jurisdicción que compete a los Capitanes Gene-
rales de las Regiones militares y de los Departamentos marítimos sobre
determinadas personas y lugares. Y prescindiendo de los negocios que se
resuelvan sin contienda judicial, el ejercicio de esta jurisdicción puede te-
ner un doble objeto: decidir, mediante Ia sentencia, cualesquiera puntos
dudosos de carácter civil que hayan dado lugar a pretensiones adversa-
tivas de las partes, o averiguar un delito y castigar a su autor responsa-
ble. Por tanto, Ia jurisdicción será civil o criminal según el objeto que
determine su ejercicio ; y esta misma división debe aplicarse al fuero cuan-
do se Ie considera equivalente a jurisdicción.

(58) En este sentido el Tílulo 2.» de Ia Partida 1.a, después de deflnir el uso y Ia cos-
tumbre en las leyes 1.a y 4.a, describe asi el Tuero en Ia 7.a: "Fuero es una cosa en que se
encierran aos cosas que habernos <Uc!io, iiso e costumbre, que cada una de ellas ha de
entrar en Tuero para ser nrme. El uso para que los homes se fagan a él y Io amen. La cos-
tumbre que les sea asi como manera de heredamiento para Io razonar e guardar, ca si el
fuero es como conviene, e <le buen uso e de buena costumbre, a tan gran fuerza que se
torna como en ley, porque manliene los homes e viven muy con otros en paz e justicia;
cero hay «ntre él y estas olras cosas lan to departimiento, que el uso y Ia costumbre fácense
sobre cosas señaladas, maguer sea sobre muchas tierras o pocas, o sobre algunos logares
sabidos. Mas el fuero ha dc ser en todo, o sobre todo cosa que pertenezca señaladamente al
derecho e a Ia Justicia. E por esto es más paladino que Ia costumbre, ni el uso, e más con-
cejero; ca en todo logar se puede decir e eiiIeiider. E por donde ha este nombre Fuera, por-
que non se debe decir, ni mostrar escondidamente, mas por las plazas c por los otros lo-
gares, a quienquier que Io quisiere oir. E los antiguos pusieron en latin Forum, por el mer-
cado do se ayuntan Ios homes a comprar y a vender sus cosas; e deste logar lomó nomtore
fuero quanlo en España, que así como el mercado se face públicamente, ast ha de ser el
ruero palaoino e maiiiilesto."
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El fuero se goza y se padece, a Ia vez; porque no sólo concede dere-
chos, sino también impone deberes. Pero en 1807 el 'fuero militar de gue-
rra y marina no estaba limitado al ejercicio de jurisdicción, sino que Ie
acompañaban numerosas franquicias y exenciones que, aunque primitiva-
mente se reservasen a los militares y marinos, se extendieron después, en
distinta medida, a las personas dedicadas a cualesquiera servicios de ca-
rácter político-militar, a las familias y criados de todos ellos, a los oficia-
les retirados, a las viudas, a los matriculados de marinay a los milicianos.
Bajo este aspecto el fuero constituía un privilegio de clase.

Desde el punto de vista jurisdiccional, unos participaban del fuero di-
rectamente, en consideración a su permanencia en Ia carrera de las ar
mas (59) o por prestar servicios de carácter complementario, como los mi-
litares y marinos y las personas que desempeñaban cargos político-milita-
res. Otros participaban del fuero en concepto de privilegio y a título de
honor y preeminencia, como las viudas y los oficiales de milicias no mo-
vilizados. Otros gozaban del fuero de un modo incompleto, dentro de cier-
to modo, para determinados negocios, o sólo en materia criminal, como
los retirados y los milicianos en general y los asentistas y proveedores.
Otros, en fin, como los matriculados de marina no incorporados, partici-
paban del fuero íntegro, pero sólo indirectamente y en consideración a su
movilidad potencial, pues en todo momento podían ser llamados a prestar
servicio, sin que entretanto pertenecieran a Ia Armada.

Pues bien : el Breve Compertum est nobis, que divide con mucha ló-
gica el fuero castrense, por razón de las personas a que se extiende, en
fuero de guerra y de marina, subdividiendo cada uno de éstos en fuero,
militar y político, establece en Ia cláusula 13: "... declaramos que estén
y se entiendan sujetos a Ia Jurisdicción Eclesiástica Castrense, así aqué-
llos que gozan del fuero militar o político de Guerra o de Marina con tal
que Ie gocen íntegro, esto es, civil y criminal, como también a sus fami-
lias y todas las personas destinadas a su servicio, con tal que igualmente
estas familias y personas gocen de dicho fuero, total e íntegro..." Y
aclarando el sentido de esta cláusula se dice en Ia siguiente: "...estamos
seguros de que ni tu Majestad ni los Reyes tus sucesores permitiréis jamás
en tiempo alguno, que gocen del total e íntegro 'fuero de Guerra o de Ma-
rina ningunas otras personas que las que por razón del servicio militar
o político estén adictas a los Reales Exércitos, y las de que se compongan
sus familias, y que se empleen en su servicio".

(59) Lcy XXV, tIt.- IV, libr. VI de Ia Novísima Recopilación.
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De estos textos dedúcese lógicamente que el Breve no tuvo en cuenta
las franquicias y exenciones que a modo de privilegio personal, pudieran
acompañar al fuero, sino el fuero mismo en sentido estrictamente juris-
diccional ; que aun las personas a quienes se les hubieran concedido los
beneficios del fuero en el orden jurisdiccional no quedaban incorporadas
a Ia Jurisdicción Eclesiástica Castrense más que mientras estuvieran adic-
tas a los Ejércitos por razón del servicio; y que no era necesario que
desempeñasen cargos estrictamente bélicos, pues bastaba que gozasen de
fuero íntegro por razón de cualquier servicio político prestado en las ins-
tituciones armadas con carácter permanente (6o).

C. LOS DEMÁS TÍTULOS JURISDICCIONALES

Claro es que a este primer titulo jurisdiccional, fundado en el fuero
íntegro, militar o pofitico de guerra o marina, Ia Sede Apostólica hubo
de añadir OtrOS doS : A FAVOR DE LAS PERSONAS QUK, SIN GOZAR DEL FUERO,

(60) Veamos cómo entiende Ia Novís ima el fue ro íntegro civil y criminal y qué personas
gozaban cle éi. En cuanto a Ia extensión del fuero integro a las distintas clases militares
flabia üispuesto Felipe V por Real Decreto de 23 de abril de 1714 (Ley I, tit. IV, lite. VI de
':i Novís ima): "... declaro que los que hoy en adelante han de gozar el referido fuero, son
los militares que actualmente sirven y sirvieren en mis tropas regladas, o empleos que
5iioststan con exercício actual en guerra, y que como tales militares gozaren sueldo por mi3
Tesorerías de Guerra; lodos los ollciales militares de cualquier grado, que sirviesen en Ia
Marina y Armadas de Mar con patentes mIas, y sueldos por mis Tesorerías, etc." En las
('ruenanzas Militares de 22 de octubre de i768, trat. 8.«, tít. 1.« (Ley XIV, tit. IV, ltt>r. VII
de Ia Novísima) se lee: "... declaro, que el referido fuero pertenece a todos los militares
que actualmente sirven, y en adelante sirvieren en mis Tropas regladas, o empleos que sub-
sistan con actual exercicío en guerra, y que corno tales militares gocen sueldo por mls Te-
sorerías del Exército en campaña o las provincias..." Por R. D. de 9 de febrero de 1793
(Ley XXI, tIt. IV, libr. Vl de Ia Novísima), decía Carlos IV: "He resuelto para cortar de
raiz todas tes disputas de jurisdicción, que en adelante los Jueces militares conozcan pri-
vativa y exclusivamente de todas las causas civiles y criminales en que sean demandados los
lndivlfluos de ml Exército, o se les fulminasen de oflcio..." Por Io que respecta a Ia Armad,i
l;i Ley II del tlt. VIl, libr. Vl de Ia Novísima dispone que "se observe inviolablemente el
K. D. de 9 de febrero de 1793 sin interpretaciones violentas; y a fln de evitar controverstos
entre las jurisdicciones ordinarias y de Marina sobre su cumplimiento, se declara que es
extensivo sin disputa a todos los individuos que estuviesen en actual servicio de Ia Armada
en cualesquiera cuerpos y clases, empleos o exercicios de guerra, 'Minlsterlo y Mar; a los
empleados en las diferentes ocupaciones necesarias a Ia construcción, aparejo y armamento
de los Heales baxeles, etc.". Esta misma ley dispone más abajo que estando en actual ser-
vicio de Ia Marina en sus buques, arsenales o fabricas, disfrutan del fuero íntegro no sola-
mente los carpinteros de ribera y calafates (que debian estar matriculados con Igual forma-
lidad y método que Ia gente de mar), sino los carpinteros de blanco, torneros, aserradores,
toneleros, herrero?, pintores, faroleros y fabricantes de lona, jarcia, betunes, etc. Acerca-
de las familias y criados disponen las Ordenanzas en el titulo 1,° tratado 8.» (Ley XIV,
titulo IV, ilbr. VI de Ia Novísima): " 8. Las mujeres y los hijos de todo Militar gozarán:
cste fuero..., etc. 9. Todo criado de Militar con servidumbre actual y goce de salario ten-
orá, por el tiempo que exista con esta< calidades, el fuero en las causas civiles y crimínales
cue contra el se moviesen..., etc."
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SIGUEN A LOS KJÉRCITOS (6l) y E FAVOR DE LOS ECLESIÁSTICOS O SEGLARES

DESIGNADOS POR EL PATRIARCA DE LAS lNDIAS PARA EL DESPACHO DE

LOS NEGOCIOS, ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA O CURA DE LAS ALMAS, TANTO

EN LAS OFICINAS CENTRALES DEL VlCARIATO GfiNERAL COMO EN LAS SUB-

DELEGACIONES Y CuRATOS DE PLAZA (62). Y COmO al SuHlO Pontífice HO

(61) A tenor de Ia cláusula 19 de Breve Compertum est nnbis, estaban sujetos a Ia Ju-
rlsdiccIón Eclesiástica Castrense "las personas que siguen \ sirven a los ejércitos in casu
cuJuscumgue militaris expedUionis, con aprobación de Ios Generales o superiores militares".
Evidentemente, el servicio habla de ser prestado a Ia colectividad armada. Pero no era ne-
cesario que los paisanos incorporados al Ejército se obligasen a seguir a las tropas mediante
un contrato Uo locación de servicios, o por tiempo determinado; bastaba que se dedicasen,
necesaria o libremente, a cualquier Industr ia o trabajo útil que reportase alguna ventaja o
comodidad al soldado, con tal que siguiesen y sirviesen al Ejército debidamente autorizados.
Nótese quc este titulo sólo podía aplicarse a los servidores dc los ejércitos de mar y tierra
cuando éstos £e Dallasen en actual expedición o campaña. Se comprende que asI sea porque
en tiempo normal el ejército puede atender a sus propias necesidades aprovechando todas
las ventajas de Ia vlda civil; pero con Ia movilización surgen numerosos problemas que en
gran parte han de ser resueltos mediante Ia cooperación de eIementos extraños a Ia orga-
nización armiKla. Es muy iógico, pues, que quien sufi<e las molestias Inherentes a Ia vida
inllltar disfrute también de sus privilegios. El Breve Cum í« Regis expedido por PIo VII,
el 16 de diciembre de 1803, adscribió también a. Ia .Iiirisiücrión Eclesiástica Castrense los
ejejrcitos auxiliares: comprShensis quoq<ie co|ilis aiixiliarilnis.En ías cláusulas 19 y 20 del
Breve Compertum csi nobis se subordina el enunciado privilegio a Ia condición de que Ia
Santa Sede no haya provisto al gobierno espiritual de tales ejércitos de diverso mo<lo, en
virtud de concesiones especiales: dummodo tami-n spirituali earum rrgimini alia prospec-
tum non sit ratione. Por consiguiente, cuando el Breve habla de ejércitos auxiliares no se
reilere a las milicias, cuerpos Trancos, mozos de escuadra, miqueletes mifiones u otras fuer-
za» españolas más o menos irregulares, como los somatenes de Cataluña, que Ia Nación pu-
diera utilizar con lines ofensivos o defensivos: todos los expresados organismos, en el mero
hecho de incorporarse al ejército permanente, debian gozar el fuero on toda su extensión,
quedando comprendidos en el primer titulo jurisdiccional. Tampoco puetle ser Incluido en
el concepto de auxiliar el ejército d« un país ex t ran jero que esIé más o menos ligado a Ia
Nación española por cuatesquiera vínculos diplomáticos, porque los iratados, defensivos y
orensivos, implican, de un modo necesario, Ia cooperación de las naciones aliadas a un fln
común, pero rara vez exigen que sus ejéirilos operen en un snlo fmite y bajo el mismo
mando. Se aplira, pues, el nombre de a i i x i l h i r , a los rrrcios <te esUi parte1 del privilegio,
al ejército regular conlra tado por un país ex t ran je ro qur Io paga y mantiene. Ahora bien:
|os ejércitos extranjeros contratados por Ia Nación española pod(an pertenecer a Ia Juris-
ülcclón eclesiástica Urdinaria, o disfrutar <le privilegios especíales en vi r tud de indulto
apostólico; en el primer casu, recalan en Ia Jurisdicción Castrense E.-pañola juntamente con
sus servidores a tenor de Jo dispuesto en el Breve; y en el segundo, comunicaban sus pro-
pios privilegios a las personas extrañas a Ia milicia, que debidamente autorizadas, les si-
guieran y sirvieran. Un ejemplo práctico aclarará estos conceptos. En <1834 se flrmó en Lon-
nres Ia llamada Cuádruple Alianza entre Inglaterra, Francia, España y Portugal para terminar
la» guerras civiles mantenidas en las dos últimas naciones por don Carlos de Borbón y
fion Miguel de Braganza. A consecuencia de este t ra tado vinieroa tropas de Inglaterra, Fran-
cia y Portugal para reforzar el ejército isubelino, por cuenta <lel erarlo español. Como en
los ejércitos de Portugal y i-rancla estaba instituida Ia Jurisdicción privilegiada Castrense
por concesión Apostólica, las legiones de los mencionados países siguieron dependiendo en
Io espiritual de sus re>pectivos Vicarios Generales. En cambio, los católicos Incorporados a
Ia legión inglesa de Sir Jorge de Lacy Ewans que no gozaban de privilegio especial, queda
ron incluidos duran te Ia guerra en Ia Jurisdicción Castrense Española por razón del servicio.

(62) La cláusula 24 del Breve Compertum est >it>bix inclnla en Ia Jurisdicción Eclesiástica
Castrense a cuantos eclesiásticos o seglares fuesen designados legí t imamente para el des-
pacho de Jos negocios de Ia jurisdicción, administración de justicia y cura de almas: cargos
amovibles tó initiini y de carácter uux l i i u r o complementario. En viriu<l <l>e las facultades
que los Breves otorgaron al Patriarca para subdelegar su jur isdicción en otros Prelados y
f a c e i ' ( i o l e - , regulares o seculaivs, llegaron a es ta r incluidos en este t i tu lo activa o pasiva-
mente, ademas >del personal empleado eu las oílcinas reu t ru lcs del Vicariato (llegó a tener
C'.nco .Negociados con otros t a n t o s ol lc la les , ocho eser i l> ivn!es y un portero, extraños, todos
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podía ocultársele que, supuesta Ia exención de las personas de cualquier
modo sometidas a las autoridades de Guerra o Marina, o empleadas en el
servicio de los ejércitos, era lógico extender Ia potestad del Patriarca a
los lugares exentos de Ia jurisdicción secular civil, se estableció UN NUEVO
TÍTULO PARA LOS PARAJES SUJETOS AL MANDO MILITAR (63).

En una palabra, por el Breve Compertum est nobis se distribuyeron en
cuatro clases todos y cada uno de los fieles cristianos sujetos a Ia juris-
dicción castrense; por razón del fuero, por razón del servicio, por razón
del lugar y, finalmente, por razón del oficio.

2.—Nueva modificación del primer título jurisdiccional

Las mencionadas facultades y privilegios se prorrogaron sin variación
alguna, por el Breve Majestatis tuae de 28 de julio de 1815. Pero, al
repetirse Ia concesión el 21 de enero de 1823 en el Breve Majestas tua,
el mismo Pío VII tuvo a bien modificar el primer título jurisdiccional en
vista de que las leyes españolas habían privado a los militares y marinos
del fuero civil (64).

t'llos, a Jus plumillas de Guerra y Marina), once Arzobispos y Ofclspos de Ultramar, sesenta
y slete Tenientes Vicarios o Subdelegados con otros tantos Notartos y Fiscales, y centena-
res de Curas de Plaza en Ia Península, sin contar los Defensores del vinculo ni el personal
menor de alguaciles, ordenanzas, nscal*s de vara y escribientes, con sus respectivas fami-
lias y criados.

63) Por Ia cláusula 20 del Breve Compertum est nobis quedaron incluidos en Ia Jurls-
c>iccIon Eclesiástica Castrense, además del pasaje civil en los barcos nacionales de guerra,
Ia Irlputóción y el pasaje de los buques mercantes contratados por el Real Erario e incor-
porados a Ia Armada para cualquier expedición, y todo el personal embarcado en los de
cualquier Eícuadra auxiliar que no perteneciese a otra jurisdicción privilegiada. Como se
\e, vmcUlase el privilegio a Ia simple circunstancia de hallarse a bordo: "Omnes gui in
navibus Majestatis tuae exlstr,nt, quamvts miUtlae non stnt adscriptl, aut aã alíum forum
altamve jurisdictionem pertfneant." Claro está que por el heeho de hallarse a bordo no
recalan en Ia Jurisdicción Castrense de un modo deflnitivo, slno transitoriamente y durante
fl tiempo de su permanencia en el lugar que les somete a las autoridades de Marina. Una
\ez est"U>lecido este titulo jurisdiccional para las personas clvlles embarcadas en Ia Escuadra
u en buques mercantes Incorporados a ella, era natural exwnderlo a los que residieran en
cualesquiera lugares sujetos al mando militar. Esto es Io que dispone Ia cláusula 21 d91
Breve, que dice asl: "Por Ia misma razon del lugar, el Vicario General de los Reales EJér-
cHos usará de su jurisdicción sobre todos los que moraren (commorentur) en cualesquiera
s!cazares, fortalezas, castillos fljos, arsenales, hospitales militares, fábricas para uso del Ejér-
cito y de Ja Marina de Vuestra Maje?tad y Colegios Militares en que Vuestra Majestad tenga
párrocos castrenses o estime conveniente tenerlos " Esta última condición no podla faltar,
porque, si se hubiera estaWecido Ia exención sin encomendar a los Capellanes Castrenses
cl ejercicio de Ia parroquialidad en los referidos lug-ares, se habría producido el absurdo
de que Ia jurisdicción sobre las personas exentas recayera en los mismos Curas diocesanos
a quienes el Breve habla privado de ella. AsI se explica que hasta el afio 1889, en las lla-
madas Parroquias flJas, esto es, en las fábricas, castillos, ciudadelas y hospitales militares,
el servició parroquial haya estado a cargo de una sección especial del Clero Castrense, con
escalafón aparte, y hasta con sueldos distintos durante mucho tiempo.

(64) Hreve MLj<'xtns t>in, de SM do <:ncro de 18i:i. cláusula 34: "... damos más extensión
y conllrmamos otra vcz Ins mismiis ,gTiirlas y privilegios, decretando que a Ia sobredicha
Jurisdicción Eclesiáslica Caslrciiso e s l< ' i i sujetos, y cuino tules se 1ongan, no sólo a aquellos
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El cambio de circunstancias y Ia implantación del antiguo régimen
político permitió a Pío VII restablecer los títulos jurisdiccionales de 1807
por nuevas Letras Apostólias Majestatis tuae, expedidas el 4 de mayo
de 1830, que fueron prorrogadas en 27 de junio de 1837.

Desde esta fecha no se publicó nuevo Breve hasta el advenimiento de
Pío IX, porque el Papa Gregorio XVI, cuando estalló Ia primera guerra
civil, se negó a reconocer a Isabel II por no verla en posesión plena del
país ni juzgar indiscutibles sus derechos (65). Por otra parte, las violen-
cias de que fué víctima el clero regular y secular determinaron Ia retirada
del Nuncio Apostólico en 1835 y el cierre de Ia Nunciatura en 1840, e
hicieron durante mucho tiempo imposible Ia reconciliación del Gobierno
español en Ia Curia romana (66).

Mediante un nuevo Breve Majestatis tuae, que reprodujo textuahnen-
te el de 1830, prorrogó Ia jurisdicción el Papa Pío IX el 14 de abril
de 1848. Posteriormente y con el mismo título repitió el Pontifice de Ia

que, según antes de hechas las Jeyes gozaban Integro Tuero militar terrestre y marítimo, o
político (a saber, clvll y criminal), aunque al presente no gozan del civil, porque no existe,
slno también sus familias, y todas las personas que estén a su servlclo, con tal que estas
famtllas y personas sean de aqueltes que antes que existiesen las leyes hechas, gozasen todo
« Integro el sobredicho fuero, pero conservando en Io restante Ia fórmula y disposición de
nuestras Letras Apostólicas arriba mencionadas."

(65) A Ia muerte de 'Fernando VH Ia cuestión religiosa se agudiza y las relaciones con
Ia santa Sede son desde el principio de Ia Regencia de Ia mayor tirantez. El Papa Grego-
rio XVI, que na sido el último Papa fraile, General de los Camaldu!enses, sumamente enér
glco e >nllexlbte guardador de los principios eclesiásticos, no quiso reconocer a Isabel II
cuyos derechos fueron disputados por Austria-Hungria, Rusia, Nápoles y Cerdefia. Empero,
el fontlllce no retiró al .Nunclo. Hechos posteriores Ie impulsarán a extremar su frialdad
retirando a su embajador fGardenal HEROENROTHW, Historia de ¡a Iglesia, Madrid 1888, t. VII,
página Î47).

(66) Habiéndose propalado Ia ridicula noticia de que el cólera que infectaba Andalucía
y uai>ia necno su aparición en Madrid, provenía del agua de las fuentes públicas envenenadas
por los religiosos de tes Ordenes monásticas, se amotinan las turbas el 17 de Julio de 1834
y se realiza el sacrificio de un cenlenar de religiosos muertos en lc-s conventos de San
rranclsco, Ia Merced, Santo Tomás y los Jesuítas de San Isidro. Hubo en aquella triste jornada
gentes que secundaron y aun enardecieron a las turbas contra los frailes... El Gobierno, a su
vez, mostró su espíritu anticlerical en el decreto de extinción de Ia Compafiía de Jesús
(4 de julio de 1835), y en el decreto suprimiendo los monasterios y conventos que no tu-
vieran doce Individuos profesos (25 de julio). Don AlvaroGómez Becerra, ministro de Gra-
cia y Justicia, prohibe a los prelados conferir órdenes mayores (8 de octubre) y dias des-
pués se aplican al Erario los bienes de todos los conventos (1.1 de octubre). La desamorti-
zación de Mendlzabal dIó el golpe de gracia a los bienes del clero. Después del motín de Ia
Granja el Papa retiró al Nuncio y quedó representando a Ia Santa Sede, en funciones de
Internuncio, el señor Ramírez d« Arellano... Las relaciones con Roma se agriaron cada vez
mas, pues nl Gregorio XVl reconocía a Isabel II, nl accedía al nombramiento de Obispos
designados por el Regio Patronato... El conflicto se exacerbó cuando los proyectos de 1840
Intentaron unos arreglos parroquiales, y nombraron a don Valentín Ortigosa administrador
í-clesiástlco del Obispado de Málaga. Protestó el representante del Papa señor Hamírez Are-
llano, y el Gobierno privisional de Espartero dió órdenes precisas para su extrañamiento
(29 de diciembre de 1840). Siguió a esto el cierre de Ia Nunciatura y Ia suspensión del Tri-
bunal de Ia Rota. El Papa se habia quejado de Ia conducta de Espafla en te alocución
>\e 1 febrero del ano 1836 y repitió sus lamentaciones en otra alocución de 1 de marzo de 1841,
ü la cual contestó el Gobierno español con un mamnesto de 30 de julio, por el que se con-
ceptuaDa Ia alocución del Pontiuoe como una declaración de guerra (A. BALLESTEROS, Histnria
ae España y su influencia en Ia Historia Universal, Barcelona, 1943, t. VII, cap. V, p. 645 ss.).
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Inmaculada su concesión en 21 de agosto de 1855 y 8 de abril de 1862;
y no contento con esto, renovó las 'facultades de Ia Jurisdicción Castren-
se durante Ia revolución mediante Rescripto dirigido al Patriarca de las
Indias con fecha i6 de marzo de 1869.

Todavía se mantuvieron los títulos jurisdiccionales de Pío VII en los
Breves Majestatis tuae y Tuae Majesiatis expedidos a 23 de julio de 1875
y 26 de agosto de 1882 por Pío IX y León XIII, respectivamente; pero
este último Papa mediante nuevas Letras Qiiac catholico nomini dadas en
Ii de septiembre de 1883 y repetidas en 4 de marzo de 1890 y 2 de agosto
de 1897, teniendo en cuenta las innovaciones legislativas que habían abo-
lido el fuero militar en materia civil, restringiéndolo en cuanto a Io cri-
minal, modificó el primer título jurisdiccional, prescindiendo ya del fuero
y sustituyéndolo por EL EjERCicio ACxivo DE i,A PROFESIÓN MiLiTAR en
cualesquiera institutos, armas combatientes o cuerpos asimilados (67).

Dichas Letras fueron prorrogadas por Pío X en 21 de julio de 1904
y 13 de mayo de 1911 ; por Benedicto XV a i de mayo de 1918. Y con-
firmadas, finalmente, por Pío XI en su Breve Quac catholico nomini, ex-
pedido el i de abril de 1926, conteniendo Ia última prórroga jurisdiccional.

La Jurisdicción Eclesiástica Castrense emanaba, en conclusión, de cua-
tro fuentes o títulos : por razón del servicio militar activo, todas y cada
una de las personas que pertenecían a Ia milicia activa; por razón del ser-
vicio, los que seguían a los ejércitos y los servían; por razón del lugar,
aquellas personas que servían en lugares sujetos al mando militar; por
razón del oficio, aquellas que desempeñaban cargos en el Vicariato (68).

(67) tireve Quue catholico nomini, de 11 de septieml>re tlc 1883, núms. 2-6: "Como ha-
l>lendose variado las Ordenanzas mili tares, se hayan Introducido ciertas innovaciones y otras
coras se hayan abolido <lel todo, y qui tado el fuero mil i tar en cuanto a Io civil, y restrin-
gido en cuanto a Io criminal... Y primeramente establecemos y decretamos que esten sujetos
y se tengan por sujetos a Ia Jurisdicción Eclesiástica Castrense todos y cada uno de aquellos
<)ue pertenecen a tó milicia activa, esto es, los que están alistadas en el servicio militar ac-
tivo, a saber: los que componen el Consejo General Supremo de Ia Guerra, tanto los que
componen el Cuerpo del mismo Consejo General como el de guarnición o d« plazas, y ade-
mas los encargados de los archivos militares, los guardias de Ia Real Casa de Vuestra Majestad,
asi como los Cuerpos de Infantería, Caballería, Artillería e Ingenieros, los destinados a Ia
seguridad pública (Guardia Clvil) e igualmente los destinados a cuidar de las Aduanas y de
las Rentas (Carabineros), los veteranos o inválidos; además los que pertenecen a Cuerpos
asimilados a los militares por derecho e instituto, o sean los Jurisconsultos (Cuerpo Jurídico
Militar), los de Admlntetración militar, los médicos y veterinarios y los instructores militares
d« equittcion, todos y cada uno de los oflciales generales y todos los demás oflciales o su-
pernumerarios; por último, las f;miHias de todos éstos, es decir, las mujeres legítimas y
los hijos que estén bajo Ia patria potestad y las personas ocupadas en su servicio. Excep-
tuamos, sin embargo, « tós viudas de los militares y a las familias y criados de las misnras<.
Y queremos que tampoco estén comprendidos bajo Ia Jurisdicción Eclesiástica Castrense los
tondenados a trabajos que no estén dentrode plazas fuertes y presidios, puesto que depen-
den de Ia autoridad militar solamente para ser custodiados, mas no pertenecen a Ia milicia."

(68) Los incluidos en el primer titulo comenzaban a depender de Ia autoridad militar
y se hacían súbditos castrenses desde el momento de su Ingreso en las Instituciones ar-
madas; los que seguían a los ejércitos en oampafla, desde que se les militarizaba, o se les
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Obsérvese, finalmente, que en materia de exenciones, todos los Breves
de prórroga expedidos desde 1807 aparecen informados por el mismo
pensamiento capital: deben estar sujetos a Ia Jurisdicción Eclesiástica
Castrense todas las personas y cosas que, con arreglo a las leyes españo-
las están sometidas, en el orden secular, a las jurisdicciones especiales de
Ia Armada o del Ejército. Por Io tanto, para determinar el alcance de los
títulos jurisdiccionales y las convicciones de Ia exención, se hacía nece-
sario consultar las leyes militares.

3.—Extensión actual dc Ia Jurisdicción Eclesiástica Castrense

En el artículo 7.° del Convenio se dice que Ia Jurisdicción Eclesiástica
Castrense "se extiende a todos los militares de tierra, mar y aire en si-
tuación de servicio activo (esto es, bajo las armas)". Se restablece, por Io
tanto, el primer título jurisdiccional, tal y como Io fijó León XIII, inclu-
yendo por concomitancia a las familias de los militares, pero solamente
"a sus esposas legítimas e hijos menores, cuando vivan en su compañía"
y de ningún modo a las personas ocupadas en su servicio.

Quedan, por consiguiente, excluidos :
a) Cuantos no sean militares, "los civiles que de cualquiera otra ma-

nera estén relacionados con los mismos militares o presten servicio en
los Ejércitos".

b) Cuantos no sean militares en activo, como los que están retirados
o en Ia Reserva o separados del servicio (69). Creemos, por Io demás, que
Ia situación de. actividad ha de entenderse en sentido amplio; es decir,
comprendiendo en ella no solamente a los que tengan un destino activo
militar, aunque no figure en las plantillas, sino también a los disponibles,
en situación de reemplazo o con licencia o procesados ; en una palabra,
a cuantos pertenecen a Ia escala activa o figuran en el escalafón, a cuantos
están bajo las armas.

contrataba, o se les autorizaba para seguir y servir a las tropas; los Incluidos en eI tercer
mulo, desde el momento en que tácita o expresamente autorizados por el mando mllltar,
comenzaoan a residir en lugares militares exentos; los que desempefiaban destinos en e1!
Vlcaruito, desde que se les designaba legítimamente y tomaban posesión de sus cargos. Ningún
titulo jurismcclonal podía ser condición previa de los demás.

(69) "El personal de J>efes y oficiales de las distintas Armas y Cuerpos del Ejército, asl
como el de los asimilados, se hallará según su edad y circunstancias en Ia situación de acti-
naaa, reserva, retiritfo y separados del servicio" (Ley de Bases de 29 de junio de lftl8,
U. L., 169, base 8*).
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¿Y cuándo los reclutas están bajo las armas? (70). Este fué el tema de
una vieja polémica. Refutando al malogrado Vilaplana que sostuvo Ia tesis
de que se pertenece a Ia jurisdicción castrense desde el ingreso en Caja has-
ta el pase a Ia segunda situación del servicio activo (71), dijo Muniz que,
mientras no apareciese una declaración auténtica, debía rechazarse el cri-
terio que considera castrenses a los reclutas ingresados en Caja y no incor-
porados a filas (72). Pero más tarde rectificó Muniz su opinión (73), fun-
dado en el artículo 263 del Reglamento de Reclutamiento y Reemplazo, que
fué aprobado por R. O. de 27 de febrero de 1925. Decía esta disposición
que "una vez ingresados en Caja, cambian los reclutas de jurisdicción y pa-
san a depender de Ia militar". Y Ia reproduce en su artículo 229 el Regla-
mento provisional vigente, aprobado por decreto de 6 de abril de 1943 y
rectificado en parte por decreto de 3 de julio de 1945 ("D. O." 159).

Pero, al cambiar de opinión, Muniz hizo algunas salvedades basadas
en el parecer de algunos jefes militares y en Ia actitud de un tenienteVica-
rio, que se negó a intervenir en las diligencias posteriores a cierto matri-
monio contraído in articulo mortis por un recluta ingresado en Caja y no
incorporado a filas. Qaro es que los jefes de las Zonas y Cajas de Recluta
ni se ocupan de los ingresados en Caja hasta que son llamados a filas, ni
les incumbe perseguirlos si delinquen. Esto es privativo del Capitán general
y de los jueces a quienes se encomienda Ia formación de las actuaciones (74)-

Hoy Ia cuestión parecería bizantina, puesto que Ia jurisdicción eclesiás-
tica ordinaria tiene los mismos derechos que Ia castrense respecto a Ios in-
gresados en Caja, mientras no pasen a Ia situación de "servicio en iilas",es
decir, mientras no estén destinados a los Cuerpos y Unidades del Ejército.

c). .Las esposas legítimas e hijos menoresde los militares cuando no
vivan en su compañía, se entiende, de manera habitual y permanente.

d) Y, en todo caso, los hijos mayores de edad (74 bis) y los criados de
los militares "con servidumbre actual y goce de salario". De esta nueva res-

(7U) Las situaciones s o n : i . " Reclutas en caja (plazo varto>ble); 2.» Servicio en filas (dos
anos); 3.« Situación de reserva (el resto hasta veinticuatro años). La licencia absoluta se concc
de a los cuarenta y siete años de edad.

(71) viLLAPLANA, Cuestione& castrenses, articulo publicado en el "Anuafio Ecleslático" del
jmo 1917.

(12) Muisiz, f>roceatmiento Eclesiásticos, tomo I, núm. 206.
(73) MuNiz, ProcedtmientosEclestdsticos, tomo II, nota al núm. 452.
(74) "Es bien seguro—comenta ZAvniN—que si el esclarecido canonista, en vez de hablar

con Jeres no especializados en cuestions Jurisdiccionals, hubiera consultado al Auditor d e U i
negion, nabrla obtenido respuesta muy distinta. En cuanto al caso del matrimonio <n articulo
martis, tenia toda to razón Ia Curia diocesana cuando se negó a intervenir, y no el Teniente
vicario ai adoptar una actitud tan cómoda, en evitación de las repetidas comunicaciones a Ia
JUapitanla General a que hubiese obligado Ia ultimación del expediente, pues el criterio de Ia
comodidad rara' vez es el más ajustado a derecho" (BuL Castr. Com., vol. I, p. 473).

(74 bis) "La mayor edad empieza, para los españoles, a los veintiún años" (arl. 1.» de Ia
Ley de 13 de diciembre de 1943).
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tricción pudiera surgir alguna dificultad para Ia práctica de los privilegios
inherentes a Ia jurisdicción privilegiada. Por ejemplo, en Ia aplicación
del privilegio de Ia ley de abstinencia, de que siempre han gozado
nuestros militares. Refiriéndose al mismo decía el Excmo. Sr. Obispo
de Sión, Pro-Vicario General Castrense, en Ia Carta Pastoral publicada
en 1899: "Asimismo concedemos en virtud de las facultades Apostólicas
que Nos están delegadas, igual dispensa a las familias, criados y comen-
sales de todos los ya mencionados que, viviendo en compañía de militar
o marino de guerra, se mantengan de su mesa y comida. Comprendemos,
por Io tanto, en Ia expresada dispensa, al tenor de los Breves Pontificios,
a todos los individuos del Ejército y Armada que estén en situación
activa y a sus familiares y criados". Ya no podría aplicarse, por razón de
Ia jurisdicción, tal dispensa a los hijos mayores de edad ni a las criadas de
servicio de los militares, que se mantienen en Ia casa de éstos y a su costa,
pues los privilegios deben entenderse tamquam sonant, según su texto (ex
ipsorum tenore), sin extenderlos ni restringirlos; Io que, evidentemente,
provocaría una división entre los comensales dentro de Ia misma familia,
si el privilegio de abstinencia no fuera actualmente más extenso que Ia mis-
ma jurisdicción (75). Para evitarlo, no tuvo inconveniente el Papa Pío X en
extender Ia jurisdicción incluso a los hijos emancipados de los militares
que por cualquier causa vivieran con sus padres (75 bis). Lo ideal sería esto,

(75) El privilegio tradicional del Ejército espafiol sobre abstinencia y ayuno, concedido por
t*. S. PIo VI en 1775 y cancelado al suprimirse Ia jurisdicción castrense en 1933, ha sido
renovado con Techa 14 de marzo de 1949 por el Nuncio Apostólico, en uso de las facultades que
Ic hablan sido concedidas por Ia Sagrada Congregación del Concilio. Los militares en activo,
en virtud de este privilegio: a) En campaña, quedan dispensados de toda obligación de absti-
nencia y ayuno, en absoluto; b) En tiempo de paz: a) los soldados y clases y el Cuerpo de Sub-
uUciales y sus asimilados quedan exentos de toda obligación de ayuno y abstinencia; ss) los
generales, jefes y oflclales y sus asimilados, reducen Ia obligación de abstinencia y ayuno a los
dlas siguientes:

De ayuno con abstinencia. Miércoles de Ceniza, Viernes de Cuaresca, Viernes Santo y Sábado
Santo hasta medlodia.

Ue ayuno solamente, los Sábados de Cuaresma y lunes, martes, miércoles y jueves de Ia
Remana Santa.

Las ramillas de los militares se regirán por Ia ley general de ta Iglesia en cuanto a las
obligaciones ael ayuno; pero por comunicación de privilegio se extiende a eHa, asl como a los
comensales del militar, el privilegio de abstinencia, y esto aunque el militar estuviese ausente
de su casa, si su ausencia es menor de tres dias.

El prlvilgio militar puede acumularse a Ia Bula de Ia Santa >Cruzada, gozándose entonces de
Ia reducción de las obligaciones de abstinencia y ayuno concedida por Ia Sant& Sede por decreto
de Ia Santa Congregación del Concilio de 28 de enero de 1949: El mllltar que tomare el suma-
rio de aüstinencia y ayuno de te Bula de Ia Santa Cruzada tendrá reducidos sus abstinencias
j- ayunos de Ia forma siguiente:

üias de solo ayuno.—Miércoles de Ceniza.
Uias de abstinencia y ayuno.—El Viernes Santo.
Utas, de soto abstinencia.—Los Viernes de Cuaresma.
(75 nls) Breve Tuge Mafestatt& de Pío X, de 21 de julio de 1904, cláusula 21: "... declaramos-

por las presentes, con U Plenitud de nuestra Potestad Apostólica, sujetos a Ia Jurisdicción
castrense a todos y cada uno de los hijos de los militares que por cua^uier causa vivan
con sus padres, aunque estén emancipados confonne a las leyes espafiotes."
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que cuantos integrasen Ia familia del militar perteneciesen a Ia jurisdicción
exenta y participasen de sus privilegios o, cuando menos, que el criterio de
Ia mayoría de edad se sustituyese por el de Ia emancipación.

Antes se aplicaba, además, el título del lugar a los consanguíneos,
afines y demás comensales de los militares que viviesen con ellos en lu-
gares exentos, cuando no estaban incluidos en el primer título jurisdic-
cional, como Ia mujer legítima, los hijos y los criados. Ahora han que-
dado totalmente 'fuera de Ia jurisdicción castrense, dándose el caso pe-
regrino de que el párroco castrense no pueda personalmente asistir y
tenga que recurrir al párroco de Ia jurisdicción ordinaria para atender
ministerialmente a su madre y a sus familiares.

e) Tampoco hace referencia alguna el Convenio a los hospitales mi-
litares. Por residir en ellos, eran antes castrenses los enfermos no inclui-
dos en el primer título jurisdiccional; los enfermeros, cuando no eran
militares ni estaban ligados al servicio por una contrata permanente; los
empleados con carácter eventual en Ia intervención y administración y
las Hermanas de Ia Caridad. Ahora han quedado fuera de Ia jurisdicción
privilegiada, sin que se incluya en esta- siquiera, como en Ia jurisdicción
castrense italiana, "el personal religioso masculino y femenino afecto a
los hospitales militares", y como en Ia jurisdicción castrense brasileña,
"qui nosocomiis degunt vel dcseruiunt" (76). De donde, si tal se enten-
diera, parece deducirse que los Capellanes destinados en dichos Centros
no tendrán ya a su cargo el servicio espiritual de las Religiosas encarga-
das de Ia asistencia a los enfermos y heridos (77), ni de las enfermeras y
demás funcionarios de hospitales y sanatorios militares.

(76) En el Brasil pertenecen también a Ia jurisdicción castrense los bomberos: "Vlcarll
CastrensLs j i ir isdictio ad oinnes C:ippellanos mllltum, ad omnes coplas terrestres, marítimas
et aereas actu stipendia rnerentes, ad publicae securitatis custodes et a<l excublas adversus
lucentíla extenditur, necnon ad omnes utrlusque sexus ndeles, sive laicos slve allcui Religioni
adscriptos, quI habltualiter In militarlbus domibus vel nosocomiis degunt vel deservlunt"
(A. A. b., v. XXXXIII, ao Januarii 1951, n.» 2).

(77) El R. P. del C. E. del Ejército dice en su artlculo 20 que los Capellanes de Hospi-
tales tendrán a su cargo el servicio espiritual de las Religiosas encargadas de Ia asistencia
a los enfermos y heridos d« dicho Centro. El R. P. del C. E. de Ia Armada &fiade en su ar-
ticulo 45 que el Capellán de guardto, ateniéndose a los Estatutos de Ia Comunidad, celebrará
para ésta Ia Santa Misa diariamente y a Ia hora que en aquéllos se establezca. El R. P. del
c. E. del Aire dice también en su articulo 37 que, además de Ia asistencia religiosa a los
enfermos, tendrá a su cargo el servicio espiritual de las Religiosas encargadas de su cui-
dado. El Reglamento de Sanatorios Antituberculosos del Ejército (aprobado por 0. de 10 de
julio de 1945, C. L. 9«) dice en el artlculo 53 que el Capellán, adfemás de Ia asistencU es-
piritual de los enfermos, oficiará diariamente el Santo SacrUlcio de Ia Mlsa a Ia hora más
conveniente, en armonia con tas actividades de las Hermanss d« Ja Caridad.' Hasta ahora,
pues, ha sido obligación d«l Capellán decü1 a las Religiosas Ia Misa de Comunidad todos Jos
dlas, asl como oflciar en los distintos actos religiosos que tuvieran lugar en el Oratorio d«
las Hermanas ("tì. o. del C. C." núm. 46).
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Inclúyense expresamente en Ia Jurisdicción Eclesiástica Castrense "los
alumnos de las Academias y de las Escuelas Militares", entendiéndo-
se las que el Gobierno establezca oficialmente, no las instituciones pri-
vadas. Los alumnos nada más y los alumnos militares o militarizados ;
pues, antiguamente, en las Academias y Colegios Militares eran también
castrenses, por razón de residencia estrictamente interpretada, las Re-
ligiosas que se hacían cargo de ciertos servicios, los alumnos cuando no
eran militares y los sirvientes cuando no eran filiados ni contratados.
Pero, indiscutiblemente, están dentro de Ia jurisdicción castrense los alumnos
de las Escuelas de Formación Profesional Obrera de los Establecimien-
tos de Ia Industria Militar y similares, como son Ia de Automovilismo,
Ia de Especialidades de Aviación (Radiogoniometristas, Mecánicos radiote-
legrafistas, Mecánicos motoristas, Montadores electricistas, Armeros artifi-
cieros, Fotógrafos cartógrafos), etc. (78).

"La misma jurisdicción se extiende también a los miembros del Cuer-
po de Ia Guardia Civil y de Ia Policía Armada" Con el primero de estos
Cuerpos se han fundido el de Carabineros (79), habiendo pertenecido siem-
pre a Ia Jurisdicción Castrense, según consta de Ia Real Orden de 30 de
marzo de 1850 (8o), y acostumbraban también a expresar los Breves, "tum
publicae securitati tum vectigalibus curandis addicti". En tales palabras
encaja igualmente el Cuerpo de Ia Policía Armada, que, por primera vez,
se incluye en Ia jurisdicción privilegiada (8i); esto determinará un au-
mento en Ia plantilla del Cuerpo Eclesiástico del Ejército, cuyos Capella-

<78) El Reglamento de las prlmcr:is de dichas Escuelas fué aprobado por Orden de 30
ae septiembre de 1948 ("D. o." núm. 229), y establece en su articulo 1.0: "Las Escuetos
de F. P. o. de Ia I. M. llene por objeto formar obreros Instruidos y prácticos en los diversos
cflclos que más ataften a dicha industria, proporcionando a Ia vez que cns<efianza tecnlca,
educación moral y risica e instrucción militar." Y en el articulo 18 £e dice que estos alumnos
rexUblrán durante los cuatro anos Instrucción miHtar; y en el 19, que estarán sujetos al
r6glmen y disciplina militares; y en el 20, que llevarán uniforme militar. Quedan obligados
a cumplir el servicio en fllas con los reclutas del reemptózo a que pertenecen; pero sl son
aprobados, el tiempo de su permanencia en fllas se reduce a seis meses, al cabo de los cuales
pueden ser reclamados para continuar en los Establecimientos de procedencfca con el carácter
cíe obreros mUltarlzados.

(79) Ley de 15 de marzo de 1940 (C. L. 106).
(80) "Jixcmo. Sr.-: La Reina (q. D. g.), usando de Ia prerrogativa que Ie conceden los

Breves Pontiflcios de 28 de Junio de 1815 y 4 de marzo de 1830, prorrogados por Su San-
tidad Pio IX, y conformándose con los pareceres emitidos por V. E., por el Inspector gene-
ral del Cuerpo de Carabineros del Reino, por Ia Sección de Guerra y Marina en pleno, se
fia servido declarar a los individuos del mencionado Cuerpo de Carabineros del Reino, el
cual, con arreglo al Real Decreto de 15 de mayo de 1848, depende de este Ministerio de Ia
Uuerra en su organización y dl5clplina, comprendidos en los privilegios del fuero eclesiástico
castrense y, por Io tanto, sujetos a Ia misma Jurisdicción, como Io están los del Ejército activo
y los de tó Guwdte Civll."

(81) El Cuerpo de Ia PollcIa Armada y de Tráfico fué creado por Ley de 8 de marzo
de 1941 <"B.. O. del Estado" núm. 98), con los componentes tìe los Cuerpos de SegurWad y
Asalto y de Vigilantes de Caminos, asi como con los ingresados con motivo de Ia Convocatoria
de .15 de septiembre de 1939 ("B. 0. del Estado" núm. S59), dándose al nuevo Cuerpo carácter
y organización militar y quedando sujetos los que Ie integran al Código castrense.
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nes podrán en adelante ser destinados y cuidar de las necesidades religio-
sas de los nuevos subditos castrenses. No es preciso añadir que Ia juris-
dicción exenta alcanza a las esposas legítimas e hijos menores de unos j
otios.

Concluyamos felicitándonos de que haya quedado tan perfectamente de-
limitado el campo de nuestra jurisdicción y eliminado el motivo de toda
controversia. Es £Íerto qne no muestra ya Ia amplitud que tenía en los
antiguos Breves, dejando al margen Ia vida espiritual de muchas clases
de personas que, por las circunstancias en que viven o trabajan, no pue-
den ser atendidas o no pueden serlo suficientemente por Ia Jurisdior.ón
Ordinaria; y casi no podemos explicarnos cómo se ha podido olvidar,
pongo por caso, al personal de maestranza que trabaja de manera perma-
nente en las fábricas militares de Guerra y Marina o con formal asiento
en las listas de los arsenales (82). Pero también es verdad que ahora apenas
queda lugar para los conflictos jurisdiccionales, pues se han suprimido de
raíz las 'falsas interpretaciones que a veces motivaban ciertas colisiones
entre los Párrocos de Ia Jurisdicción Ordinaria y Castrense, por Io mismo
que unos y otros estaban convencidos de que defendían su propia juris-
dicción sin invadir Ia ajena (83).

(Continuará.)

MANUEL GARCIA CASTRO
Comandante Capellán

(82) Bastará cltar, como botón de muestra, Ia fábrica de La Marañosa, que dIsta varios ki-
lómetros de San Martín de Ia Vega, a cuya parroquia pertenecen lo¿ varios centenares de
obreros que aIlI trabajan y vlven con sus familias.

(83) 'La primera entre las d i s t in tas causas que daban lugar a conflictos entre las jurisdic-
ciones Ordinaria y Castrense era el general desconocimiento de Ia legislación privilegiada.
Hasta el aflo il869, los Breves de prórroga se circulaban profusamente a todas las Curias EcIe-
3iasucas, Subdelegados Castrenses y Curatos de Plaza, y a fln de que las enunciadas entidades
tuviesen noticia de los privilegios fundamentales de Ia Jurisdicción, nunca se publicaban las
nuevas Letras Apostólicas aisladamente, sino reunidas en un mismo fascículo con el Breve,
<.'.ttm ín Exercitibus, de Clemente XIII. A partir de 1869, Ias ediciones son menos copiosas.
Algunos Breves de prórroga, v. gr., los expedidos en 1&11 y 1918 por Pio X y Benedicto XV,
respectivamente, no llegaron a publicarse, no siendo ya costumbre unir, a los que se publica-
ban, las Letras de Clemente XIII. Afiádase que en los libros de Teologia Moral y Derecho Ca-
nónico se nan tratado muy a Ia ligera las cuestiones relacionadas con Ia Jurisdicción y privi-
legios castrenses. Con todo, hay que .reconocerlo, las contiendas jurisdiccionales serian muy
raras Sl el servicio parroquial no estuviera tan ligado a Ia percepción de obvenciones; pues,
al lln y al cabo, es oiuy laudable que los Curas 'diocesanos se interesen por sus parroquias
y que los Capellanes, cuyo desinterés personal es bien conocido, procuren librar de Cargas
a sus feligreses. Esto no obstante, creemos, con ZAYDlN, que las discusiones, en su mayoría,
son producidas por"el amor propio, y asl Io demuestra el heoho constante de que lodos loa
conflictos se resuelvan en cuanto median explicaciones directas entre los contendientes.
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